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Capítulo 13  
Lo que deben saber 
los parlamentarios 
acerca de los derechos 
económicos, sociales 
y culturales y del 
derecho al desarrollo
Los derechos económicos, sociales y culturales son aquellos derechos humanos 
relacionados con el lugar de trabajo, la seguridad social, la vida familiar, la participación 
en la vida cultural y el acceso a la vivienda, alimentos, agua y saneamiento, la 
atención sanitaria y la educación. Al igual que se describe en el capítulo 12 respecto 
a los derechos civiles y políticos, los derechos económicos, sociales y culturales 
se definen cada vez mejor en los ordenamientos jurídicos nacionales, regionales y 
globales. Aceptar los derechos económicos, sociales y culturales como derechos 
humanos obliga jurídicamente a los Estados a velar por que toda la población pueda 
disfrutar estos derechos y a proporcionar reparación en caso de que sean vulnerados. 
Reconocer los derechos económicos, sociales y culturales, en consonancia con el 

El derecho a la educación 
se encuentra consagrado 
en la Convención de 
las Naciones Unidas 
sobre los Derechos del 
Niño. En las zonas en 
conflicto, este derecho se 
ve amenazado todos los 
días. En 2016, el Fondo 
de las Naciones Unidas 
para la Infancia calculó 
que casi 24 millones de 
niños que viven en zonas 
de crisis no asisten a la 
escuela. © NurPhoto/
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principio transversal de la no discriminación, significa otorgar prioridad, en las políticas, 
la legislación y la asignación de recursos, a las necesidades de los grupos más 
marginados de la sociedad1.

Los derechos económicos, sociales y culturales se aplican a las personas de todo el 
mundo, pero las violaciones de estos derechos tienden a producirse de forma más 
sistemática y recurrente en contextos en los que la pobreza se encuentra extendida.

La globalización, el desarrollo y los derechos 
económicos, sociales y culturales

La rápida globalización influye en el disfrute de todos los derechos humanos. En 
la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social, celebrada en Copenhague en 1995, 
se subrayó que a pesar de que el aumento de la movilidad, el progreso de las 
comunicaciones, el gran aumento del comercio y las corrientes de capital y los 
avances tecnológicos generados por la globalización han abierto nuevas oportunidades 
para el crecimiento económico sostenido y el desarrollo en todo el mundo y para 
un enriquecedor intercambio de experiencias, ideales, valores y aspiraciones, la 
globalización también se ha visto “acompañada por una intensificación de la pobreza, 
el desempleo y la desintegración social”2.

En muchos países, la desregulación, la liberalización, la privatización y otras tendencias 
análogas han provocado un papel más reducido del Estado y una transferencia de 
las funciones tradicionales del gobierno a agentes no estatales. Esto ha afectado 
negativamente al disfrute de los derechos a la educación, la atención sanitaria, la 
vivienda, el agua, el saneamiento y la seguridad social, así como a los derechos 
laborales, especialmente en el caso de los grupos vulnerables. Las secciones que 
figuran a continuación, en las que se presentan las normas internacionales en la 
esfera de los derechos económicos, sociales y culturales, muestran que existe un 
desfase importante cada vez mayor entre las obligaciones del Estado y la capacidad o 
la voluntad de los Estados para cumplirlas. En muchos países, agentes no estatales, 
incluidas las empresas transnacionales, las compañías de seguridad privada, las 
fuerzas paramilitares y de guerrilla, la delincuencia organizada y los grupos terroristas 
son responsables de abusos de derechos humanos graves y generalizados (véase el 
recuadro 57 sobre la privatización de las prisiones). El CDH expresó su preocupación 
sobre las repercusiones de la crisis alimentaria mundial (A/HRC/S-7/2) y la crisis 
económica y financiera (A/HRC/2-10/1) en los derechos humanos. El Consejo aclaró 
que estas crisis no eximen ni a los Estados ni a la comunidad internacional de sus 
obligaciones de realizar el disfrute efectivo de los derechos humanos.

1	 Véase Preguntas frecuentes sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Folleto informativo N° 33, 
Nueva York y Ginebra, el ACNUDH, 2008. Disponible en: http://www.ohchr.org/Documents/Publications/
FS33_sp.pdf.

2	 Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social, Declaración de Copenhague (2005), párr. 14.

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FS33_sp.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FS33_sp.pdf
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Recuadro 76	 Las empresas y los derechos humanos

“Las empresas deben respetar los derechos 
humanos. Eso significa que deben abstenerse 
de infringir los derechos humanos de terceros y 
hacer frente a las consecuencias negativas sobre 
los derechos humanos en las que tengan alguna 
participación”.

Principios Rectores sobre las empresas y los derechos 
humanos, el ACNUDH, 2011.

“Hace tiempo que se sabe que las empresas 
pueden repercutir de manera profunda en los 
derechos humanos. Estas repercusiones pueden 
ser positivas, por ejemplo a través de la innovación 
y la prestación de servicios que mejoran la 
calidad de vida de las personas en todo el mundo. 
También pueden ser negativas, por ejemplo cuando 
las actividades empresariales se saldan con la 
destrucción del medio de vida de una población, la 
explotación de los trabajadores o el desplazamiento 
de comunidades. Las empresas también pueden 
ser cómplices en las vulneraciones de los derechos 
humanos cometidas por terceros, por ejemplo los 
Estados, si actúan en connivencia con las fuerzas 
de seguridad para reprimir protestas de forma 
violenta o si facilitan información sobre sus clientes 
a un Estado que luego la utiliza para perseguir y 
castigar a los disidentes.

Sin embargo, por lo general, en los tratados 
internacionales de derechos humanos no se 
imponen obligaciones jurídicas directas a los 
agentes privados, como serían las empresas. En 
cambio, los Estados tienen la responsabilidad de 
promulgar y hacer cumplir leyes nacionales que 
tengan por efecto hacer respetar los derechos 
humanos a las empresas. Ejemplo de ello serían 
las leyes que establecen una edad mínima para 
empezar a trabajar (…). Los Principios Rectores 
sobre las Empresas y los Derechos Humanos: 
Puesta en Práctica del Marco de las Naciones 
Unidas para “Proteger, Respetar y Remediar” son 
un conjunto de 31 principios dirigidos a los Estados 
y las empresas en los que se aclaran los deberes y 
responsabilidades de unos y otros con respecto a 
la protección y el respeto de los derechos humanos 
en el contexto de las actividades empresariales 
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(…). Según el marco: Todos los Estados tienen 
el deber de proteger a todas las personas que se 
encuentren en su jurisdicción frente a los abusos 
contra los derechos humanos cometidos por las 
empresas. Las empresas tienen la responsabilidad 
de respetar los derechos humanos, es decir, de 
evitar vulnerar los derechos de los demás en 
cualesquiera lugares donde realicen sus actividades 
e independientemente del tamaño que tengan o 
el sector al que pertenezcan, y de hacer frente 
a las consecuencias que se manifiesten. Esta 
responsabilidad existe tanto si los Estados cumplen 
sus obligaciones como si no. En caso de abuso, las 
víctimas deben poder acceder a remedios efectivos 
a través de mecanismos de reclamación judiciales y 
no judiciales”.

Preguntas frecuentes acerca de los principios rectores 
sobre las empresas y los derechos humanos, el ACNUDH, 
2014.

Recuadro 77	 Los derechos humanos, el comercio internacional y las 
inversiones

El comercio mundial y el régimen de inversiones tienen profundas consecuencias 
en los derechos humanos, ya que la promoción del crecimiento económico en 
sí mismo no necesariamente resulta en un desarrollo inclusivo, sostenible o 
equitativo. La resolución 67/171 de la Asamblea General afirma los derechos 
humanos como guías en las negociaciones comerciales multilaterales. La 
resolución pide la integración del derecho al desarrollo y el fortalecimiento 
de las alianzas mundiales para el desarrollo dentro de las instituciones 
comerciales internacionales.

Los regímenes comerciales y de inversiones también se solapan e interactúan con 
los regímenes de propiedad intelectual, la transferencia de tecnología, el cambio 
climático y la energía, por lo que cualquier evaluación debe abordar el modo en 
que la convergencia, divergencia e intersección de estos regímenes afecta a la 
realización de los derechos humanos.

En un enfoque basado en los derechos humanos del comercio y las inversiones, 
se toma en cuenta el modo en que las obligaciones de los Estados contraídas 
por acuerdos o leyes relativas al comercio o las inversiones repercuten en su 
capacidad para cumplir con sus obligaciones en materia de derechos humanos; 
las medidas que los Estados y otros agentes deben adoptar para garantizar 
que estas repercusiones sean positivas y evitar las negativas, y las actuaciones 
que son necesarias de cara a mitigar cualquier repercusión negativa que 
pueda producirse.
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Las diferencias entre los países ricos y pobres, y dentro de una misma sociedad 
entre las personas ricas y pobres, no han dejado de aumentar. Aproximadamente mil 
millones de personas viven en condiciones de extrema pobreza en todo el mundo, sin 
alimentos suficientes, vivienda, educación ni atención sanitaria. La globalización ayuda 
a proporcionar información precisa sobre las condiciones de vida en cualquier lugar 
del mundo, hace que las sociedades sean cada vez más interdependientes y sirve para 
desarrollar tecnología avanzada para combatir la pobreza. En nuestra “aldea mundial”, 
es por consiguiente inadmisible que una parte tan importante de la humanidad se 
encuentre privada de sus derechos humanos.

La pobreza como violación de los derechos humanos

“La pobreza es en sí misma un problema de 
derechos humanos urgente. A la vez causa y 
consecuencia de violaciones de los derechos 
humanos, es una condición que conduce a otras 
violaciones. La extrema pobreza se caracteriza 
por vulneraciones múltiples e interconexas de los 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales, y las personas que viven en la pobreza 
se ven expuestas regularmente a la denegación de 
su dignidad e igualdad”.

Proyecto final de los Principios Rectores sobre la extrema 
pobreza y los derechos humanos, presentado por la 
Relatora Especial sobre la extrema pobreza y los derechos 
humanos, Magdalena Sepúlveda Carmona, A/HRC/21/39, 
párr. 3.

Habida cuenta de las consideraciones que preceden, la erradicación de la pobreza 
ha surgido en los últimos decenios como el objetivo fundamental del desarrollo. 
La pobreza representa la negación no sólo de los derechos económicos, sociales y 
culturales de una persona, sino también de sus derechos civiles y políticos3. Cada 
día, 24.000 niños menores de cinco años mueren de hambre y de enfermedades 
prevenibles. Estos datos no son nuevos y, sin embargo, como se ha dicho, las 
diferencias entre los ricos y los pobres se están acentuando, con lo que el fracaso al 
hacer frente a la pobreza de manera eficaz en un entorno de rápida globalización es 
cada vez menos justificable. En ese contexto, en septiembre de 2000 la Asamblea 
General de las Naciones Unidas adoptó los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), 
entre ellos el de reducir a la mitad el número de personas que viven en una situación 
de pobreza extrema antes de 2015. Las metas ambiciosas que se pretenden lograr en 
esa fecha incluyen la enseñanza primaria universal, la reducción en dos tercios de la 
mortalidad de niños menores de cinco años y la mortalidad materna en tres cuartas 

3	 En el informe “La Ley: La Clave para el Desarrollo sin Exclusiones”, publicado en 2008 por la Comisión de 
las Naciones Unidas para el Empoderamiento Legal de los Pobres, se concluyó que alrededor de cuatro mil 
millones de personas, la mayoría de la población mundial, se encuentran excluidas del Estado de derecho. Tal 
como se afirma en el informe, “no están suficientemente protegidas por la ley ni por instituciones receptivas 
y funcionales y, por una serie de razones, no son capaces de utilizar la ley de manera efectiva para mejorar 
sus medios de vida”.
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partes, y la reducción a la mitad de la proporción de personas que padecen hambre y 
carecen de acceso a agua de bebida salubre.

Los ODM sirvieron de intermediarios para ciertos derechos económicos y sociales, 
pero dejaron de lado otros vínculos importantes en materia de derechos humanos. 
Por el contrario, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (un nuevo marco 
ambicioso para el desarrollo mundial) refleja fielmente las normas y principios de 
derechos humanos.

La Agenda 2030 fue adoptada en septiembre de 2015 por 170 líderes mundiales 
reunidos en la Cumbre de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible que 
tuvo lugar en Nueva York. Abarca un amplio conjunto de 17 Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) y 167 metas, y servirá como marco general para guiar las acciones 
mundiales y nacionales en materia de desarrollo durante los próximos 15 años.

Los ODS son el resultado del proceso más inclusivo y consultivo en la historia de las 
Naciones Unidas. Fundado en el derecho internacional de los derechos humanos, la 
agenda ofrece oportunidades cruciales para lograr mayores avances en la realización de 
los derechos humanos de todas las personas en cualquier lugar, sin discriminación.

Objetivos de Desarrollo Sostenible

TRANSFORMAR
NUESTRO MUNDO:

AGENDA 2030 PARA
EL DESARROLLO

SOSTENIBLE

Recuadro 78	 ¿En qué se diferencian los ODS?

Universales: Mientras que los ODM se aplicaban sólo a los denominados ‘países 
en desarrollo’, los ODS constituyen un marco verdaderamente universal que se 
aplica a todos los países. Todos los países tienen que avanzar en el camino hacia 
un desarrollo sostenible y hacer frente tanto a retos comunes como únicos para 
lograr las numerosas dimensiones del desarrollo sostenible tal como ha quedado 
fijado en los ODS.
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Transformadores: Al ser una agenda para “las personas, el planeta, la 
prosperidad, la paz y la alianza”, la Agenda 2030 ofrece un cambio de paradigma 
del modelo tradicional de desarrollo. Proporciona una visión transformadora de las 
personas, así como un desarrollo sostenible centrado en el planeta, basado en los 
derechos humanos y sensible a las cuestiones de género, que va más allá de la 
estrecha visión de los ODM.

Exhaustivos: Además de un amplio abanico de objetivos sociales, económicos 
y medioambientales, la Agenda 2030 promete “sociedades más pacíficas, justas 
e inclusivas que se encuentren libres de temor y violencia” prestando atención 
a la gobernanza democrática, el estado de derecho, el acceso a la justicia y 
la seguridad personal (en el Objetivo 16), así como un entorno internacional 
propicio (en el Objetivo 17 y a lo largo del marco). Por lo tanto, abarca cuestiones 
relacionadas con todos los derechos humanos, incluidos los derechos 
económicos, civiles, culturales, políticos y sociales y el derecho al desarrollo.

Inclusivos: La nueva Agenda se esfuerza por no dejar a nadie atrás y prevé “un 
mundo de respeto universal por la igualdad y la no discriminación” entre los países 
y dentro de ellos. Acoge la igualdad de género en particular reafirmando las 
responsabilidades de todos los Estados en cuanto a “respetar, proteger y promover 
los derechos humanos, sin distinción de ningún tipo en cuanto a la raza, el color, el 
sexo, el idioma, la religión, las opiniones políticas o de otra índole, el origen nacional 
y social, la posición económica, el nacimiento, las discapacidades o cualquier 
otra condición”.

La Agenda 2030 reconoce el papel fundamental que los parlamentos pueden 
desempeñar en el avance de los ODS adoptando leyes propicias, incluidas las 
contenidas en los principales proyectos de ley presupuestarios. También reconoce que 
los parlamentos tienen una posición única para exigir cuentas a los gobiernos por la 
aplicación efectiva de los ODS.

Como organización mundial de los parlamentos nacionales, la UIP ha elaborado una 
serie de herramientas y actividades para ayudar a los parlamentos a institucionalizar 
los ODS, de manera que haya un marco de referencia más amplio para todos los 
actos legislativos y de vigilancia durante los próximos quince años. La UIP también 
organiza talleres nacionales y regionales para los parlamentarios, así como un evento 
parlamentario en cada período de sesiones anual del Foro Político de Alto Nivel sobre el 
Desarrollo Sostenible, el principal mecanismo de revisión global de las Naciones Unidas 
(http://www.un.org/sustainabledevelopment/es).

¿Qué pueden hacer los parlamentarios?

55 Alentar el debate parlamentario sobre cuestiones relacionadas con los ODS 
y adoptar medidas para velar por que los parlamentos adopten una moción o 
resolución que tenga en cuenta los objetivos y describa los pasos necesarios 
para ponerlos en práctica. En el modelo de resolución parlamentaria preparado 

http://www.un.org/sustainabledevelopment/es
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por la UIP (disponible en inglés en http://www.ipu.org/un-e/model_SDG.pdf) se 
recomiendan los siguientes pasos:

–	 velar por que el Gobierno prepare un plan nacional para los ODS con el 
objetivo de identificar los objetivos específicos del país, así como las políticas 
necesarias para aplicarlos, y por que el parlamento examine el plan antes de 
su adopción;

–	 exigir un informe de progreso anual por parte del Gobierno para el parlamento 
sobre la aplicación del plan nacional para los ODS.

55 Asegurarse de que el parlamento está preparado para cumplir el propósito, 
es decir, es capaz de integrar los ODS como marco político interconectado; 
representa a todos los ciudadanos y grupos minoritarios; está equipado para 
traducir el plan nacional para los ODS en leyes adecuadas y asignaciones 
presupuestarias; y dispone de la capacidad para exigir cuentas al Gobierno 
respecto a la aplicación del plan nacional. La UIP ha preparado una herramienta 
de autoevaluación parlamentaria para prestar asistencia en este ámbito.

55 Participar en las delegaciones nacionales al período de sesiones de examen del 
Foro Político de Alto Nivel sobre el Desarrollo Sostenible que tienen lugar cada 
año en julio. En cada período de sesiones de este foro político se realiza un 
examen general de los avances realizados en los ODS a partir de un tema (por 
ejemplo: no dejar a nadie atrás; erradicar la pobreza, etc.), así como un examen 
más detallado de los avances logrados en un número escogido de objetivos. 
Además, de forma voluntaria, algunos países informarán de sus propios avances 
conforme a los resultados obtenidos en los exámenes nacionales.

55 Velar por que el parlamento participe en todas las etapas del examen nacional 
que el Gobierno puede asumir de forma voluntaria al menos dos veces durante 
el período de los ODS. Con arreglo a las directrices de las Naciones Unidas, 
los exámenes naciones deben llevarse a cabo mediante un proceso abierto 
e inclusivo.

55 Participar en la evaluación del modo en que los parlamentos se involucran en los 
ODS, que se celebrará cada año durante el período de sesiones de primavera del 
Comité Permanente de la UIP de Asuntos de las Naciones Unidas (http://www.
ipu.org/un-e/un-cmt.htm). Este período de sesiones proporciona un espacio 
dedicado en el que los parlamentarios pueden intercambiar sus mejores prácticas 
a la hora de aplicar los ODS, a la vez que ayuda a preparar a los parlamentos para 
el examen mundial del Foro Político de Alto Nivel sobre el Desarrollo Sostenible 
de las Naciones Unidas.

55 Organizar o contribuir a talleres, seminarios y otros eventos en sus 
circunscripciones electorales en relación con los ODS. Añadir un enlace al plan 
nacional para los ODS en sus páginas web personales y velar por que el sitio web 
del parlamento incluya un espacio dedicado a los ODS.

http://www.ipu.org/un-e/model_SDG.pdf
http://www.ipu.org/un-e/un-cmt.htm
http://www.ipu.org/un-e/un-cmt.htm
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Recuadro 79	 Ejemplos de participación parlamentaria respecto a los ODS

Diversos parlamentos han comenzado a integrar los ODS en sus procesos internos 
y a participar en exámenes nacionales y mundiales de los progresos realizados. 
En Finlandia, un total de 17 parlamentarios que representan a todos los partidos 
políticos y pertenecen a dos órganos especializados (el Comité de Políticas de 
Desarrollo del Parlamento y la Comisión Nacional sobre el Desarrollo Sostenible) 
participó en las audiencias públicas y otras reuniones para el examen nacional. El 
Gobierno presentó las conclusiones del examen ante el período de sesiones del 
Foro Político de Alto Nivel sobre el Desarrollo Sostenible. En Alemania, un Consejo 
Consultivo Parlamentario sobre desarrollo sostenible proporcionó comentarios 
escritos sobre el proyecto de informe del Gobierno para el período de sesiones 
del Foro Político de Alto Nivel sobre el Desarrollo Sostenible; dos miembros del 
Consejo participaron en el período de sesiones formando parte de la delegación 
nacional y más tarde informaron sobre lo anterior al Consejo durante el período de 
sesiones parlamentario de otoño. En Trinidad y Tobago, se presentó una moción 
parlamentaria en el Senado en consonancia con el modelo de resolución de la 
UIP; la moción fue adoptada por unanimidad después de tres sesiones celebradas 
durante un período de varias semanas. En Mali, la Asamblea Nacional adoptó una 
moción parlamentaria y un plan de acción para incorporar los ODS en la labor del 
parlamento. En Pakistán, se instituyó un equipo de tareas parlamentario para los 
ODS. En Indonesia y Nigeria, las comisiones de ODM existentes se reconvirtieron 
para trabajar en los nuevos objetivos.

En respuesta a una solicitud formulada por el Comité DESC en julio de 2001, la Sra. 
Mary Robinson, en ese momento Alta Comisionada de las Naciones Unidas para 
los derechos humanos, elaboró con la asistencia de tres expertos los Principios y 
directrices para la integración de los derechos humanos en las estrategias de reducción 
de la pobreza (la versión final fue publicada por la sucesora de la Sra. Robinson, la 
Sra. Louise Arbour, en 2006; HR/PUB/06/12). Además, en virtud de un mandato 
específico del CDH, la anterior Relatora Especial sobre la extrema pobreza y los 
derechos humanos, la Sra. Magdalena Sepúlveda, elaboró un conjunto de Principios 
Rectores sobre la extrema pobreza y los derechos humanos, que fue adoptado por 
el CDH en 2012 (resolución 21/11 del Consejo de Derechos Humanos). La Asamblea 
General de las Naciones Unidas tomó nota con aprecio de la adopción de los Principios 
Rectores, ya que los considera “un instrumento útil para los Estados en la formulación 
y aplicación de políticas de reducción y erradicación de la pobreza, según proceda”  
(A/RES/67/164, párr. 17).

En su definición de la pobreza, estos documentos adoptan la opinión ampliamente 
aceptada, defendida en primer lugar por Amartya Sen, de que una persona pobre es 
una persona privada de capacidades básicas como la capacidad de no padecer hambre, 
vivir en buena salud y ser capaz de leer y escribir. Ejemplos de derechos humanos con 
pertinencia fundamental para la pobreza son los derechos a los alimentos, la vivienda, 
la salud y la educación. Muchos otros derechos relacionados también afectan a la 
reducción de la pobreza. Por ejemplo, el disfrute del derecho al trabajo conduce al 
disfrute de otros derechos humanos, como los derechos a los alimentos, la salud y la 
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vivienda. Los derechos civiles y políticos como el derecho a la seguridad de la persona 
y la igualdad de acceso a la justicia, así como los derechos y libertades políticos, 
también tienen pertinencia instrumental para la lucha contra la pobreza.

Recuadro 80	 Los derechos humanos y la Agenda 2030 para el Desarrollo

La publicación del ACNUDH y del Centro de Derechos Económicos y Sociales 
¿Quién debe rendir cuentas? Los derechos humanos y la agenda para el desarrollo 
después de 2015 (2013) argumenta en la página 82 que la adaptación de las 
metas y objetivos de desarrollo después de 2015 en los ámbitos nacional y 
subnacional debería incluir los pasos siguientes:

•	 armonizar los objetivos y las metas nacionales y subnacionales con las normas 
de derechos humanos contraídas en virtud de tratados que sean aplicables en el 
país interesado;

•	 establecer objetivos, metas, indicadores y criterios de referencia a nivel nacional 
y subnacional, y vigilar el progreso, mediante procesos participativos;

•	 incorporar los principios de no discriminación e igualdad, velando por que se dé 
prioridad a las comunidades y las regiones más desfavorecidas;

•	 encontrar soluciones a las principales limitaciones y capacidades limitantes 
cuando los derechos no están siendo realizados; seleccionar intervenciones que 
permiten multiplicar los resultados positivos y crear un entorno propicio para la 
realización de los derechos humanos;

•	 buscar sinergias y desfases en el marco general de los objetivos, y velar por 
un adecuado equilibrio de los derechos humanos y las cuestiones relativas al 
desarrollo sostenible;

•	 definir un marco temporal y un nivel de aspiraciones acorde con una evaluación 
objetiva del “máximo de recursos disponibles” del país;

•	 establecer objetivos e indicadores con el fin de determinar el esfuerzo realizado 
en cuanto a la fiscalidad y las políticas, así como en cuanto a los resultados, y

•	 utilizar una serie de indicadores y toda la información disponible (subjetiva y 
objetiva, cualitativa y cuantitativa), acerca de todos los derechos humanos 
(civiles, culturales, económicos, políticos y sociales), con vistas a poder seguir 
de cerca el avance en esta esfera.

Las instituciones financieras internacionales y la lucha contra la pobreza

A partir de 1996, las instituciones financieras internacionales han comenzado a 
reconocer la importancia de la reducción de la pobreza para el desarrollo humano. En 
su Marco Integral de Desarrollo, el Grupo del Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional (FMI), también conocidos como las Instituciones de Bretton Woods, han 
hecho de la reducción de la pobreza una base para una nueva estrategia de alivio de la 
deuda y cooperación para el desarrollo. Se alienta a los países muy endeudados y otros 
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países pobres a desarrollar, en un proceso participativo, Documentos de estrategia 
de lucha contra la pobreza (DELP) en los que se especifican metas de reducción 
y erradicación de la pobreza y niveles de referencia en varios ámbitos, como la 
producción de alimentos, la salud, la educación, el trabajo, la justicia, el buen gobierno 
y la democratización4. Sin embargo, esos programas han recibido numerosas críticas, 
incluidas las de los Relatores Especiales de las Naciones Unidas, porque insisten en 
la disciplina macroeconómica y en la práctica desmienten las afirmaciones sobre la 
propiedad y la participación locales.

Las evaluaciones del uso de los DELP realizadas por el Fondo de Población de las 
Naciones Unidas (FNUAP) provocó que las Naciones Unidas hicieron una referencia 
explícita a los derechos humanos en las orientaciones que se envían a las presencias 
sobre el terreno de las Naciones Unidas en relación con su participación en los DELP5. 
La política general de las Naciones Unidas de incorporación de los derechos humanos 
llevará a la aplicación de un enfoque de derechos humanos en las estrategias de 
reducción de la pobreza en las actividades del Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD), las Instituciones de Bretton Woods y otros organismos donantes 
multilaterales y bilaterales.

Las secciones restantes de este capítulo, basadas en gran medida en las observaciones 
generales del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en la labor de 
los procedimientos especiales de las Naciones Unidas, se centran en una selección de 
los derechos económicos, sociales y culturales garantizados en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, y destacan cuestiones prácticas conexas.

El derecho al desarrollo

¿Qué es el derecho al desarrollo?

Con arreglo al artículo 1 de la Declaración sobre el derecho al desarrollo de 1986, se 
trata de un “derecho humano inalienable en virtud del cual todo ser humano y todos 
los pueblos están facultados para participar en un desarrollo económico, social, cultural 
y político en el que puedan realizarse plenamente todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar de él. El derecho 
humano al desarrollo implica también la plena realización del derecho de los pueblos 
a la libre determinación, que incluye, con sujeción a las disposiciones pertinentes 
de ambos Pactos internacionales de derechos humanos, el ejercicio de su derecho 
inalienable a la plena soberanía sobre todas sus riquezas y recursos naturales”.

4	 Véase el folleto informativo del FMI sobre los documentos de estrategia de lucha contra la pobreza, 2014, 
www.imf.org/external/np/exr/facts/prsp.htm.

5	 Véase, por ejemplo: Grupo de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Guidance for UN country team 
engagement in PRSPs, adoptado el 30 de agosto de 2004.

http://www.imf.org/external/np/exr/facts/prsp.htm
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El punto de partida para comprender el derecho al desarrollo, como se define en la 
Declaración y se afirma en subsiguientes resoluciones de las Naciones Unidas y otros 
instrumentos conexos, es que se trata de un derecho humano que se encuentra a la 
par que todos los demás derechos humanos. No se trata ni de un “superderecho” que 
engloba a todos los demás, ni de un “miniderecho” sumamente limitado; se encuentra 
en pie de igualdad con todos los demás derechos humanos: universal, inalienable, 
interrelacionado, interdependiente e indivisible.

En segundo lugar, el derecho al desarrollo es tanto un derecho individual como un 
derecho colectivo. Pertenece a todas las personas y a todos los pueblos. En calidad 
de derecho humano, el derecho al desarrollo es universal; se aplica a todas las 
personas, en todos los países, sin distinción por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición.

Al igual que otros derechos humanos, el derecho al desarrollo contiene atribuciones 
específicas, como el derecho “a participar en un desarrollo económico, social, 
cultural y político (…), a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar de él”. La Declaración 
establece los elementos de este derecho y los medios para realizarlo. Los principios 
fundamentales son los siguientes:

•	 Un desarrollo centrado en las personas: la Declaración identifica a “la persona 
humana” como el sujeto central, el participante y el beneficiario del desarrollo (art. 2).

•	 Un enfoque basado en los derechos humanos: la Declaración exige que el desarrollo 
se lleve a cabo de manera “que puedan realizarse plenamente todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales” (art. 1).

•	 Participación: la Declaración insiste en la “participación activa, libre y significativa” de 
los individuos y las poblaciones en el desarrollo (art. 2).

•	 Equidad: la Declaración subraya la importancia de la “equitativa distribución de los 
beneficios” del desarrollo (art. 2).

•	 No discriminación: la Declaración no permite ninguna “distinción por motivos de 
raza, sexo, idioma y religión” (art. 6).

•	 Libre determinación: la Declaración exige la plena realización del derecho de los 
pueblos a la libre determinación, incluida la plena soberanía sobre todas sus riquezas 
y recursos naturales (art. 1).

Todos aquellos que desempeñan un papel en la creación y delineación de políticas, 
incluidos entre otros parlamentarios y encargados de formulación de políticas, pueden 
contribuir a la formulación de políticas que estén en consonancia con el derecho al 
desarrollo y que incorporen sus principios y elementos.

El derecho al desarrollo en el contexto de la Agenda 2030, los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible y los procesos conexos

El derecho al desarrollo seguirá fundamentando la Agenda 2030 y los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, así como la Agenda de Acción de Addis Abeba de la Tercera 
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Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo. Es de resaltar que 
existen referencias explícitas al derecho al desarrollo tanto en la Agenda 2030 (párr. 35) 
como en la Agenda de Acción de Addis Abeba, por la que los Estados se comprometen 
a respetar todos los derechos humanos, incluido el derecho al desarrollo (párr. 1). 
Para realizar la visión de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y de la Agenda 
de Acción de Addis Abeba sobre un mundo en que los beneficios del desarrollo 
sean compartidos equitativamente entre todos, los Estados deben velar por que los 
principios del derecho al desarrollo guíen la aplicación de sus compromisos.

En el preámbulo de la Agenda 2030 se describe como “un plan de acción en favor de 
las personas, el planeta y la prosperidad” en que “todos los países y partes interesadas 
mediante una alianza de colaboración (…) estamos resueltos a liberar a la humanidad 
de la tiranía de la pobreza y las privaciones y a sanar y proteger nuestro planeta” 
sin dejar a nadie atrás. Los principios fundamentales contenidos en la Declaración 
sobre el Derecho al Desarrollo, como la participación, la no discriminación, la libre 
determinación, la responsabilidad individual y colectiva, la cooperación internacional 
y la equidad, quedan reafirmados a lo largo de la Agenda 2030. Los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible fijados en la Agenda, adoptada por los Estados Miembros sin 
votación, delinean los objetivos de desarrollo enraizados en los compromisos de 
derechos humanos, incluido el derecho al desarrollo. Los ODS, al adoptar un enfoque 
basado en los derechos y pedir un desarrollo equitativo, constituyen una mejora sobre 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio y presentan nuevas oportunidades de desarrollo 
que benefician a todos.

Con el fin de ayudar a realizar los ODS, la Agenda 2030 integra directamente la 
Agenda de Acción de Addis Abeba y su compromiso de respetar todos los derechos 
humanos, incluido el derecho al desarrollo. La Agenda de Acción de Addis Abeba: a) 
pide una mayor rendición de cuentas para las comisiones de financiación del desarrollo 
(párr. 58), incluida la rendición de cuentas para las empresas (párrs. 35 y 37); b) renueva 
su compromiso de proporcionar una base de protección social para todos (párr. 12); c) 
establece un nuevo mecanismo de facilitación de la tecnología (párr. 123), y d) incluye 
por primera vez un mecanismo de seguimiento y examen para la financiación del 
desarrollo (párrs. 130 a 134). La aplicación de la Agenda de Acción de Addis Abeba 
requiere un sistema internacional de financiación para el desarrollo que sea justo, 
equitativo, cooperativo, transparente y responsable; que integre los compromisos 
en materia de derechos humanos, y que sitúe a la persona humana en el centro 
del desarrollo.

A este respecto, son fundamentales las medidas que garanticen la participación y 
empoderamiento de los grupos marginados y excluidos. Esto se aplica a los exámenes 
previstos de los compromisos de financiación para el desarrollo y a la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible.

Recuadro 81	 El derecho al desarrollo: una decisión histórica de la 
Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos

En una decisión de 2010, la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos dictaminó que el Gobierno de Kenia había violado los derechos de la 
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comunidad indígena Endorois del país al expulsarlos de sus tierras para crear 
una reserva natural. La decisión sienta un precedente jurídico importante, ya que 
reconoce los derechos de los pueblos indígenas sobre la tierra que les pertenece 
por tradición y su derecho al desarrollo.

En los años 70, el Gobierno de Kenia expulsó a cientos de familias de Endorois de 
su tierra en torno al lago Bogoria para crear una reserva de caza para el turismo. 
Las comunidades Endorois desplazadas no recibieron ninguna compensación 
ni los beneficios que les prometieron y su acceso a la tierra fue restringido a la 
discreción de la autoridad de la reserva de caza. Esto impidió que la comunidad 
continuara con su estilo de vida de pastoreo, utilizara lugares religiosos y 
ceremoniales y accediera a medicinas tradicionales. La Comisión concluyó que 
el Gobierno de Kenya había violado los derechos de los Endorois a la práctica 
religiosa, a la propiedad, a la cultura, a la libre disposición de los recursos 
naturales y al desarrollo. La Comisión declaró que las restricciones en el acceso 
a la tierra, la falta de consulta con la comunidad y su participación insuficiente 
en el proceso de desarrollar la región como una reserva de caza había violado el 
derecho de la comunidad al desarrollo en virtud de la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos. La Comisión añadió que “el fracaso a la hora de 
proporcionar una compensación adecuada y beneficios o una tierra apropiada 
para el pastoreo indica que el Estado apelado no incluyó de forma adecuada a los 
Endorois en el proceso de desarrollo. Dictamina (…) que la comunidad Endorois 
ha sufrido una violación del artículo 22 de la Carta (por la que se garantiza el 
derecho al desarrollo)”6.

Lecturas complementarias

–	 Preguntas más frecuentes sobre el derecho al desarrollo. Folleto informativo N° 37, Nueva York y Ginebra, el 
ACNUDH, 2016. Disponible en inglés en: http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FSheet37_RtD_
EN.pdf.

El derecho a la seguridad social

Artículo 22 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene 
derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el 
esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida 
cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, 
la satisfacción de los derechos económicos, sociales y 
culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo 
de su personalidad”.

6	 El Centro para el Desarrollo de los Derechos de las Minorías (Kenia) y Grupo Internacional para los Derechos 
de las Minorías en nombre del Consejo de Bienestar de los Endorois c. Kenya, 276/2003.

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FSheet37_RtD_EN.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FSheet37_RtD_EN.pdf
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Artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud 
y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, 
la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso 
de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y 
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados 
y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de 
matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual 
protección social”.

Artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

“Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el 
derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al 
seguro social”.

¿Qué es un sistema de seguridad social?

En condiciones ideales, un sistema de seguridad social debe tener por objetivo 
proporcionar una cobertura completa contra todas las situaciones que pueden poner 
en peligro la capacidad de una persona para obtener ingresos y mantener un nivel de 
vida adecuado. Los ámbitos de la seguridad social se enumeran en el Convenio sobre 
la seguridad social (norma mínima), 1952 (N° 102) y son los siguientes:

•	 asistencia médica;

•	 prestaciones monetarias de enfermedad;

•	 prestaciones de desempleo;

•	 prestaciones de vejez;

•	 prestaciones en caso de accidente del trabajo y de enfermedad profesional;

•	 prestaciones de familia y maternidad;

•	 prestaciones de invalidez;

•	 prestaciones de sobrevivientes.

El Comité DESC ofrece orientaciones sobre el contenido del derecho a la seguridad 
social en su Observación general N° 19 (E/C.12/GC/19), así como los Principios 
Rectores de las Naciones Unidas sobre la extrema pobreza y los derechos humanos  
(A/HRC/21/39) explican el marco de derechos humanos aplicable a la seguridad social. 
En un sistema de seguridad social se establece una distinción entre programas de 
seguro social, que prevén prestaciones vinculadas a la interrupción de los ingresos 
por el empleo, y los programas de asistencia social, que ofrecen prestaciones para 
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complementar los ingresos insuficientes de los miembros de grupos vulnerables. 
Ambos tipos de programas tienen por objetivo garantizar las condiciones materiales 
necesarias para un nivel de vida adecuado y ofrecer protección frente a los efectos 
de la pobreza y de la inseguridad material. La OIT y otros organismos de las Naciones 
Unidas recomiendan que los Estados adopten pisos nacionales de protección social 
que garanticen una seguridad de ingresos básicos para los niños, las personas 
de edad avanzada y las personas en edad de trabajar que no pueden ganar unos 
ingresos adecuados (sobre todo en caso de enfermedad, desempleo, maternidad y 
discapacidad) y el acceso universal a las prestaciones fundamentales de atención 
sanitaria7.

En lo que se refiere al mundo en desarrollo, cabe formular las siguientes observaciones 
en materia de seguridad social:

•	 son pocos los países que han establecido planes amplios de seguridad social que 
proporcionen cobertura universal;

•	 los planes de seguridad social tienden a dirigirse a grupos especiales (como los niños 
y niñas o las embarazadas);

•	 los planes de seguridad social a menudo son programas de socorro de emergencia 
que proporcionan apoyo en caso de calamidades.

Entre los obstáculos a los que frecuentemente se enfrentan los países de bajos 
ingresos cuando intentan establecer un sistema de seguridad social figuran la falta de 
recursos, la incapacidad administrativa, la deuda y las políticas de ajuste estructural 
impuestas por las instituciones financieras internacionales.

Recuadro 82	 Parlamentarios presentan una petición al Tribunal 
Constitucional de Letonia en relación con una cuestión de seguridad 
social (causa 2000-08-0109; 13 de marzo de 2001)

Veinte miembros del Parlamento de Letonia presentaron una petición ante el 
Tribunal Constitucional denunciando que una ley que no garantizaba los derechos 
de pensión de los empleados, con independencia del importe de la contribución 
de sus empleadores, no era constitucional. Los parlamentarios afirmaron que la 
ley constituía una vulneración del derecho constitucional a la seguridad social 
y de los artículos 9 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. El Tribunal Constitucional dictaminó que la ley no se 
conformaba al derecho a la seguridad social, puesto que no proporcionaba un 
mecanismo efectivo para la aplicación de las protecciones de seguridad social. Por 
consiguiente, se negaba el derecho a la seguridad social a los empleados cuyos 
empleadores no pagaban las contribuciones obligatorias.

7	 Véase la recomendación de la OIT sobre los pisos de protección social, adoptada el 14 de junio de 2012.
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Factores fundamentales en el derecho a la seguridad social

En sus esfuerzos por garantizar el ejercicio y el pleno disfrute del derecho a la seguridad 
social, los Estados y particularmente los parlamentos deben adoptar los siguientes 
pasos:

•	 Adoptar un plan de acción nacional que incluya metas, indicadores mensurables de 
los progresos realizados y plazos temporales claros; y establecer mecanismos para 
seguir el avance en la realización del derecho.

•	 Establecer sistemas de seguridad social por ley de forma transparente, sostenible 
e inclusiva.

•	 Expandir sistemas amplios de financiación nacional de seguridad social que 
comprendan el seguro social y la asistencia social, en consonancia con las 
recomendaciones de la OIT sobre un piso de protección social.

•	 Asignar los recursos necesarios para garantizar de forma gradual el acceso universal 
a la seguridad social para todos y el disfrute de al menos los niveles esenciales 
mínimos de los derechos económicos, sociales y culturales. Aunque los sistemas de 
seguridad social deberían cubrir progresivamente a todas las personas, se debe dar 
prioridad a los grupos más desfavorecidos y marginados.

•	 Garantizar la no discriminación y la igualdad en el acceso a la seguridad social 
igualando la edad reglamentaria de jubilación tanto para los hombres como para las 
mujeres, velando por que las mujeres reciban las mismas prestaciones en los planes 
de pensiones públicos y privados y asegurando una licencia de maternidad para las 
mujeres, una licencia de paternidad para los hombres y una licencia parental para 
hombres y mujeres.

•	 Adoptar medidas específicas para garantizar que las personas que viven en situación 
de pobreza, en particular las mujeres y las personas que trabajan en la economía 
informal, tengan acceso a las prestaciones de seguridad social, incluidas las 
pensiones sociales, suficientes para asegurar un nivel de vida adecuado y el acceso a 
la atención sanitaria para ellos y sus familias.

•	 Poner a disposición procedimientos de apelación administrativos y judiciales de 
forma que los potenciales beneficiarios obtengan una reparación.

•	 Concebir y aplicar medidas para evitar la corrupción y el fraude con respecto a las 
prestaciones de la seguridad social.

El derecho al trabajo y los derechos laborales

Artículo 23 1) de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos

“Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección 
de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de 
trabajo y a la protección contra el desempleo”.
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Artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
el derecho a trabajar, que comprende el derecho de 
toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida 
mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y 
tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho.

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de 
los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la plena 
efectividad de este derecho deberá figurar la orientación 
y formación técnico-profesional, la preparación de 
programas, normas y técnicas encaminadas a conseguir 
un desarrollo económico, social y cultural constante 
y la ocupación plena y productiva, en condiciones 
que garanticen las libertades políticas y económicas 
fundamentales de la persona humana”.

Artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

“Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el 
derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo 
equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial:

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a 
todos los trabajadores:

i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, 
sin distinciones de ninguna especie; en particular, debe 
asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no 
inferiores a las de los hombres, con salario igual por 
trabajo igual;

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus 
familias conforme a las disposiciones del presente Pacto;

b) La seguridad y la higiene en el trabajo;

c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro 
de su trabajo, a la categoría superior que les corresponda, 
sin más consideraciones que los factores de tiempo de 
servicio y capacidad;

d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación 
razonable de las horas de trabajo y las vacaciones periódicas 
pagadas, así como la remuneración de los días festivos”.

El derecho a trabajar

El derecho a trabajar protege primordialmente a las personas contra la exclusión de la 
economía y a los desempleados contra el aislamiento social.
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La libre elección del trabajo y la prohibición del trabajo forzoso están previstos en 
el artículo 6 1) del PIDESC. Según el Comité DESC de las Naciones Unidas, en su 
Observación general N° 18 (2005): “El derecho al trabajo es esencial para la realización 
de otros derechos humanos y constituye una parte inseparable e inherente de la 
dignidad humana. Toda persona tiene el derecho a trabajar para poder vivir con 
dignidad. El derecho al trabajo sirve, al mismo tiempo, a la supervivencia del individuo 
y de su familia y contribuye también, en tanto que el trabajo es libremente escogido o 
aceptado, a su plena realización y a su reconocimiento en el seno de la comunidad”.

Recuadro 83	 Obligaciones de los Estados en materia de trabajo en virtud 
del artículo 1 de la Carta Social Europea

•	 Reconocer como uno de sus principales objetivos y responsabilidades la 
obtención y el mantenimiento de un nivel lo más elevado y estable posible del 
empleo, con el fin de lograr el pleno empleo.

•	 Proteger de manera eficaz el derecho del trabajador a ganarse la vida mediante 
un trabajo libremente elegido.

•	 Establecer o mantener servicios gratuitos de empleo para todos 
los trabajadores.

•	 Proporcionar o promover una orientación, formación y readaptación 
profesionales adecuadas.

Al elaborar legislación sobre el derecho a trabajar y su aplicación mediante políticas 
de empleo nacional, debe tenerse particularmente en cuenta la prohibición de la 
discriminación en el acceso al trabajo. Además, la legislación debe procurar facilitar 
la entrada en el mercado laboral de grupos específicos, como las personas de edad, 
los jóvenes, las personas con discapacidad y sobre todo las mujeres. Las mujeres se 
enfrentan a barreras sistemáticas en casi cada aspecto del trabajo, desde si se les 
paga en absoluto el trabajo realizado hasta el tipo de trabajo que obtienen o del que 
se les excluye, además de la disponibilidad de apoyo para el cuidado de los hijos, el 
nivel del salario, las condiciones laborales, su acceso a ocupaciones “masculinas” 
mejor pagadas, la inseguridad de sus trabajos, la ausencia de prestaciones o derechos 
de pensión y la falta de tiempo, recursos o información necesaria para hacer valer 
sus derechos. Los Estados también deben adoptar medidas para reducir el número 
de trabajadores en la economía informal y ampliar la protección que proporciona la 
legislación laboral a todas las áreas de la economía, incluidos los sectores doméstico 
y agrícola.

El objetivo principal de las políticas de empleo debe ser el logro del pleno empleo 
lo antes posible, con arreglo a los recursos del país. Por encima de las prestaciones 
sociales, esas políticas deben atender las preocupaciones de los desempleados de 
larga data y los receptores de salarios más bajos mediante el desarrollo de programas 
de trabajo público.
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El Estado debe velar por que se establezcan programas de orientación y capacitación 
técnica y profesional accesibles al público, general y gratuitos, o de precio 
razonable, y de que se pongan a disposición de todos los trabajadores servicios de 
empleo gratuitos.

Derechos laborales

El artículo 7 del PIDESC garantiza el derecho de toda persona a condiciones de trabajo 
equitativas y satisfactorias. Entre esas condiciones cabe citar las siguientes:

•	 una remuneración que proporcione a todos los trabajadores, como mínimo:

–	 un sueldo equitativo y una remuneración igual por trabajo de igual valor, sin 
discriminación alguna (particularmente contra las mujeres);

–	 condiciones de vida dignas para los trabajadores y sus familias;

•	 condiciones de trabajo higiénicas y seguras;

•	 igualdad de oportunidades de promoción sobre la base de la antigüedad y la 
competencia;

•	 un horario de trabajo razonable, con períodos de descanso, ocio, vacaciones 
periódicas remuneradas y días festivos públicos remunerados.

Por consiguiente, en consonancia con las recomendaciones realizadas por el Comité 
DESC en su Observación general N° 18 (2005) y por el Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre los derechos humanos y la extrema pobreza, los parlamentarios deben 
velar por que los siguientes elementos básicos estén estipulados en la legislación y se 
apliquen en la práctica mediante estrategias, políticas y programas pertinentes:

•	 adoptar reglamentos laborales rigurosos y velar por que se pongan en práctica 
mediante una inspección del trabajo con la capacidad y los recursos adecuados para 
garantizar el disfrute del derecho a condiciones laborales dignas;

•	 velar por que todos los trabajadores reciban un salario que les permita a ellos y a sus 
familias tener acceso a un nivel de vida adecuado;

•	 ampliar las normas jurídicas relativas a unas condiciones laborales equitativas y 
favorables para la economía informal, y recabar datos desglosados para evaluar las 
dimensiones del trabajo informal;

•	 adoptar medidas positivas para garantizar la eliminación de todas las formas de 
trabajo forzoso y servil, así como las formas dañinas y peligrosas del trabajo infantil, 
además de medidas que garanticen la reintegración social y económica de las 
personas afectadas y evitar que vuelva a ocurrir;

•	 velar por que los cuidadores reciban una protección adecuada y ayuda a través de 
servicios y programas sociales, como el acceso a servicios asequibles de cuidado de 
los hijos;

•	 poner en marcha medidas específicas para ampliar las oportunidades de empleo en 
el mercado laboral formal, también mediante la formación y orientación profesional y 
el desarrollo de aptitudes;
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•	 eliminar la discriminación en el acceso al empleo y la formación, y velar por que los 
programas de capacitación sean accesibles a los más vulnerables al desempleo, 
como las mujeres, los migrantes y las personas con discapacidad, y adaptarlos a 
sus necesidades;

•	 respetar, promover y realizar la libertad de asociación, de forma que todos los 
trabajadores se encuentren efectivamente representados en el diálogo social y 
político sobre las reformas laborales.

Recuadro 84	 Derechos laborales ante la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Baena, Ricardo y otros (270 trabajadores) c. Panamá)

En febrero de 2001, la Corte IDH dictó sentencia sobre una solicitud relativa 
a un despido arbitrario de 270 funcionarios públicos y líderes sindicales. Las 
personas afectadas organizaron una manifestación después de que el Gobierno 
rechazara una petición relacionada con los derechos laborales y anunciaron una 
huelga al siguiente día. El día de la manifestación, el 4 de diciembre de 1990, 
oficiales militares escaparon de una prisión y ocuparon la sede de la Policía 
Nacional durante varias horas. El sindicato canceló la huelga. El Gobierno insistió 
en que los dos acontecimientos estaban relacionados y despidió a las personas 
mediante una simple carta, invocando una ley, adoptada con posterioridad a los 
hechos, mediante la cual se reemplazaba el procedimiento aplicable ante los 
tribunales laborales por otro administrativo. La Corte declaró que el Estado de 
Panamá había violado los derechos de los trabajadores a la libertad de asociación, 
a las garantías judiciales y a la protección judicial y los principios de legalidad 
y de irretroactividad. La Corte estableció que las garantías del debido proceso 
establecidas en el artículo 8 2) de la CADH deben respetarse en el procedimiento 
administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los 
derechos de las personas, incluidos los derechos laborales. Como consecuencia, 
la Corte ordenó al Estado reintegrar a los trabajadores a sus cargos anteriores o a 
otros equivalentes, a pagarles los montos correspondientes a los salarios dejados 
de percibir y pagar a cada uno de ellos la suma de 3.000 dólares estadounidenses 
por daños morales, además del costo legal8.

El derecho a un nivel de vida adecuado

Artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado 
que le asegure, así como a su familia, la salud y el 
bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 

8	 www.escr-net.org/docs/i/405986.

http://www.escr-net.org/docs/i/405986
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necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso 
de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y 
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad.

La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados 
y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de 
matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual 
protección social”.

Artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado 
para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y 
vivienda adecuados, y a una mejora continua de las 
condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán 
medidas apropiadas para asegurar la efectividad de 
este derecho, reconociendo a este efecto la importancia 
esencial de la cooperación internacional fundada en el 
libre consentimiento.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo 
el derecho fundamental de toda persona a estar protegida 
contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante 
la cooperación internacional, las medidas, incluidos los 
programas concretos, que se necesitan para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y 
distribución de alimentos mediante la plena utilización 
de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación 
de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la 
reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren 
la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas 
naturales;

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos 
mundiales en relación con las necesidades, teniendo en 
cuenta los problemas que se plantean tanto a los países 
que importan productos alimenticios como a los que los 
exportan”.

Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental.
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2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados 
Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de 
este derecho, figurarán las necesarias para:

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad 
infantil, y el sano desarrollo de los niños;

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del 
trabajo y del medio ambiente;

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades 
epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la 
lucha contra ellas;

d) La creación de condiciones que aseguren a todos 
asistencia médica y servicios médicos en caso de 
enfermedad”.

El artículo 25 de la DUDH garantiza un derecho social que, en cierto modo, es un 
derecho general: el derecho a un nivel de vida adecuado. Además del derecho a la 
seguridad social que se ha tratado anteriormente, este derecho comprende también los 
siguientes:

•	 el derecho a una alimentación adecuada;

•	 el derecho a vestido adecuado;

•	 el derecho a la vivienda;

•	 el derecho a la salud.

El artículo 11 del PIDESC se refiere al núcleo fundamental del derecho a un nivel de 
vida adecuado (alimento, vestido y vivienda) y reconoce el derecho a la mejora continua 
de las condiciones de vida. Los Estados Partes en el Pacto se comprometen a tomar 
medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a 
este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre 
consentimiento. En virtud del artículo 11 del PIDESC, el Comité DESC también ha 
enunciado el derecho al agua y al saneamiento.

El derecho a la alimentación

Pese a que la comunidad internacional ha reafirmado con frecuencia la importancia del 
pleno respeto del derecho a una alimentación adecuada, se advierte una disparidad 
considerable entre las formas que se fijan en el derecho internacional y la situación real 
en muchas partes del mundo.

Según las estadísticas de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación 
y la Agricultura (FAO), unos 805 millones de personas se encontraban crónicamente 
subalimentados entre 2012 y 2014, de los que se calcula que un 60% eran mujeres 
o niñas, más de 100 millones menos que en el decenio anterior, y 209 millones 
menos que entre 1990 y 1992. El informe de la FAO señala, no obstante, que: “Pese 
a los progresos globales, persisten marcadas diferencias entre regiones. El África 
subsahariana es la región donde la prevalencia de la subalimentación es mayor, con 
avances apenas modestos en los últimos años. Cerca de una de cada cuatro personas 
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de la región sigue subalimentada. Asia, la región más poblada del mundo, sigue 
teniendo el mayor número total de personas subalimentadas”9.

El Comité DESC ha observado que la malnutrición y desnutrición y otros problemas 
relacionados con el derecho a una alimentación adecuada y con el derecho 
a no padecer hambre también están presentes en algunos de los países más 
desarrollados económicamente.

Los mecanismos de derechos humanos de las Naciones Unidas han señalado que la 
inseguridad alimentaria y las violaciones relacionadas del derecho a una alimentación 
adecuada están provocadas por los altos precios nacionales de los alimentos, los 
ingresos bajos y el creciente desempleo. La inseguridad alimentaria se ve exacerbada 
por la venta de tierras a otros Estados o a empresas transnacionales y por el uso cada 
vez mayor de tierra agrícola para cultivos de exportación y producción de bioetanol. 
El Consejo de Derechos Humanos ha celebrado períodos extraordinarios de sesiones 
sobre la crisis alimentaria (A/HRC/S-7/2) y sobre la crisis económica mundial (A/
HRC/S-10/2), en las que abordó su repercusión en el disfrute de los derechos humanos.

¿Cómo puede realizarse el derecho a la alimentación?

“El hambre y la desnutrición no se deben en modo 
alguno a la fatalidad ni a una maldición de la 
naturaleza; se deben al hombre”.

Jean Ziegler, ex Relator Especial de las Naciones Unidas 
sobre el derecho a la alimentación, Informe sobre el 
derecho a la alimentación (E/CN.4/2001/53), 2001, 
párr. 6.

El derecho a disponer de alimentos adecuados es inseparable de la dignidad inherente 
de la persona y es indispensable para el disfrute de otros derechos.

El derecho a la alimentación se hace efectivo cuando cada hombre, cada mujer y 
cada niño, solos o en comunidad con otros, tiene acceso físico y económico en 
todo momento a alimentos adecuados o a medios para procurárselos. No significa 
que el Gobierno deba distribuir alimentos gratuitamente a todos, aunque sí entraña 
la obligación del Gobierno de respetar, proteger, cumplir y, en determinadas 
circunstancias, atender ese derecho.

Recuadro 85	 Una ley marco sobre los alimentos

Mientras que con arreglo al PIDESC los Estados tienen la obligación de velar por el 
ejercicio del derecho a los alimentos y deben legislar con ese fin, los ciudadanos 
hambrientos solamente pueden solicitar reparación si ese Pacto puede ser invocado 
directamente ante los tribunales nacionales, lo que sucede raras veces, o ha sido 
incorporado a la legislación nacional. Así pues, el Comité que vigila la aplicación del 
Pacto, el CESCR, ha insistido en que los países promulguen leyes que protejan el 
derecho a los alimentos, y ha recomendado en particular que los Estados estudien 

9	 La FAO, FIDA y PMA. 2014. El estado de la inseguridad alimentaria en el mundo 2014. Fortalecimiento de un 
entorno favorable para la seguridad alimentaria y la nutrición. Roma, FAO, 2014.



215

la posibilidad de adoptar una ley marco que garantice, entre otras cosas, que se 
ofrezca reparación en los casos de violación del derecho a los alimentos.

En su Observación general N° 12, el CSCR afirma lo siguiente: “En la ley marco 
deben figurar disposiciones sobre el fin pretendido; las metas u objetivos que 
deben lograrse y el marco temporal que se fijará para lograr estos objetivos; 
los medios mediante los cuales podría conseguirse el fin buscado en términos 
generales, en especial la colaboración deseada con la sociedad civil y el sector 
privado y con organizaciones internacionales; la responsabilidad institucional 
del proceso; y los mecanismos nacionales para vigilar el proceso, así como los 
posibles procedimientos de recurso. Los Estados Partes al preparar las referencias 
y la legislación marco deben buscar la participación activa de organizaciones de la 
sociedad civil”.

A continuación se presentan ejemplos concretos de medidas y actividades que pueden 
llevarse a cabo.

Debe adoptarse una ley marco como instrumento fundamental para elaborar y aplicar 
estrategias nacionales en materia de alimentos y seguridad alimentaria para todos. El 
Comité DESC, así como el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a 
la alimentación y la FAO, han elaborado recomendaciones legislativas y de políticas en 
relación con el derecho a los alimentos10.

Al revisar la constitución y la legislación nacionales y armonizarlas con las normas 
internacionales de derechos humanos en materia de derecho a los alimentos, debe 
prestarse particular atención a la necesidad de prevenir la discriminación en relación con 
el acceso a los alimentos y a los recursos conexos. Para ello se requieren las siguientes 
medidas:

•	 garantizar el acceso a los alimentos, tanto desde el punto de vista económico como 
del físico, a los miembros de todos los grupos, incluidos los pobres y los sectores de 
la sociedad que son vulnerables o sufren discriminación.

	 Ningún acto debe obstaculizar el acceso a alimentos adecuados (por ejemplo 
desalojar arbitrariamente a la población de sus tierras, introducir voluntariamente 
sustancias tóxicas en la cadena alimentaria, o, en situaciones de conflicto armado, 
destruir los recursos productivos y bloquear la distribución de alimentos de socorro a 
la población civil).

	 Deben adoptarse medidas para impedir que empresas o particulares impidan el 
acceso de la población a alimentos adecuados. La obligación de proteger entraña la 
promulgación de leyes de protección del consumidor y medidas en caso de que, por 
ejemplo, una empresa contamine el suministro de agua o un monopolio distorsione 
los mercados de alimentos o el suministro de semillas;

•	 garantizar que todos, y en particular las mujeres, tengan un acceso pleno y equitativo 
a los recursos económicos, incluidos el derecho a heredar y a poseer tierras y otros 
bienes, y el acceso al crédito, los recursos naturales y la tecnología apropiada. 

10	Véase, por ejemplo, la Observación general N° 12 del Comité DESC (1999); www.righttofood.org.

http://www.righttofood.org
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Según la FAO, aunque las mujeres representan el 80% de la mano de obra agrícola 
del mundo, poseen menos de 1% de la tierra y reciben menos del 1% del crédito 
ofrecido a los agricultores en todo el mundo.

	 Para garantizar y fortalecer el acceso de la población a los recursos y los medios de 
sustento y a la utilización de éstos deben adoptarse medidas que velen por lo siguiente:

–	 que las personas tengan un salario adecuado o acceso a la tierra respectivamente 
para comprar o para producir alimentos;

–	 que se identifique a los grupos vulnerables y se apliquen políticas para 
proporcionarles acceso a alimentos adecuados mejorando su capacidad de 
alimentarse a sí mismos (por ejemplo mediante perspectivas de empleo mejoradas, 
un programa de reforma agraria para los grupos sin tierra o la distribución gratuita 
de leche en las escuelas para mejorar la nutrición infantil);

•	 deben adoptarse medidas para respetar y proteger el autoempleo y el trabajo 
remunerado que garanticen condiciones de vida dignas para los trabajadores y sus 
familias, e impedir que se deniegue el acceso a los empleos por motivos de género, 
raza u otro criterio discriminatorio, ya que esa discriminación influiría en la capacidad 
de los trabajadores para alimentarse a sí mismos.

•	 mantener registros de tierras.

	 El Gobierno debe elaborar programas apropiados de apoyo a los agricultores 
haciendo particular hincapié en los más necesitados, por ejemplo garantizando los 
derechos de las poblaciones indígenas a sus tierras ancestrales, potenciando la 
capacidad de acción de las mujeres y apoyando a los productores en pequeña escala 
y los campesinos de zonas remotas (como las montañas o los desiertos).

	 Deben proporcionarse alimentos cada vez que un grupo o un individuo sea incapaz 
de alimentarse por motivos que escapan a su propio control, incluidos los desastres 
naturales o de otro tipo (entre las formas de apoyo podrían figurar las distribuciones 
directas de alimentos, las transferencias de efectivo o programas de alimentos por 
trabajo).

¿Deben tomarse medidas inmediatamente?

Como en el caso de otros DESC, la obligación de los Estados de satisfacer y proteger 
el derecho a una alimentación adecuada está sometida a una realización progresiva, lo 
que significa que los Estados no están obligados a conseguir su plena realización de 
inmediato, pero deben adoptar medidas para alcanzarlo paulatinamente aprovechando 
al máximo los recursos disponibles. Sin embargo, las siguientes obligaciones no están 
sujetas a la realización progresiva y los Estados tienen el deber de tomar medidas 
inmediatas al respecto:

•	 abstenerse de toda discriminación en relación con el acceso a los alimentos y a los 
medios y derechos a procurárselos;

•	 proporcionar una subsistencia mínima básica (garantizando con ello la ausencia de 
hambre);

•	 evitar las medidas regresivas.
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El derecho a la vivienda

El derecho a una vivienda adecuada no debe entenderse de forma estricta como el 
derecho a tener un techo sobre la cabeza, sino como el derecho a vivir en algún lugar 
con seguridad, paz y dignidad.

La carencia de vivienda es la forma extrema de la denegación del derecho a la vivienda 
y es constitutivo de la pobreza. Pero la situación precaria de millones de personas 
que viven en barrios míseros y zonas rurales remotas, donde padecen problemas de 
hacinamiento, aguas residuales sin tratar, contaminación, exposición a las peores 
condiciones climáticas y falta de acceso a agua potable y otras infraestructuras, 
constituye también una grave vulneración del derecho a una vivienda adecuada. El 
Objetivo de Desarrollo del Milenio a este respecto es: “Mejorar considerablemente 
la vida de por lo menos 100 millones de habitantes de barrios marginales para el 
año 2020”.

Recuadro 86	 Ejemplos de jurisprudencia nacional sobre el derecho a una 
vivienda adecuada

El Tribunal Constitucional de Hungría deroga una ley sobre la falta de hogar

Una ley húngara ratificada en 2010-2011 criminaliza el acto de dormir y realizar 
otras actividades para ganar el sustento en espacios públicos considerándolo 
una infracción, susceptible de ser castigado con encarcelamiento o multa. Esta 
ley otorga poder a las autoridades locales para que confisquen los bienes de 
las personas que actúan de ese modo. Esta ley afecta potencialmente a más 
de 30.000 personas sin hogar repartidas en varios municipios de Hungría. En 
diciembre de 2012, el Tribunal Constitucional anuló esta ley al considerarla 
contradictoria con el requisito constitucional de seguridad jurídica y de protección 
del derecho a la dignidad humana y del derecho a la propiedad. Al comentar esta 
decisión, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la extrema pobreza 
y los derechos humanos subrayó que lo anterior ponía de relieve con acierto 
el hecho de que la falta de hogar es un asunto social que debe ser abordado 
mediante la prestación de servicios apropiados. Lamentablemente, el Gobierno 
ha decidido ignorar esta decisión del Tribunal Constitucional y ha aprobado una 
enmienda constitucional y una nueva ley que sigue permitiendo la criminalización 
de las personas sin hogar.

El Tribunal Superior de Kenia ordena otorgar una reparación a personas 
desalojadas

En noviembre de 2011, el Tribunal Supremo de Kenia dictó sentencia sobre una 
petición presentada por más de 1000 personas (petición constitucional N° 2 de 
2011 [Garissa]) que habían sido desalojadas violentamente de sus casas, que 
posteriormente fueron demolidas por funcionarios de la administración provincial 
y el Consejo Municipal de Garissa. En su sentencia, el Tribunal Supremo reconoció 
la interdependencia entre los derechos civiles, políticos y económicos. Hizo 
hincapié en que, con arreglo a la nueva constitución, los tratados internacionales 
ratificados forman parte de la legislación del país y, por tanto, basaba su decisión 
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en el PIDCP y el PIDESC. El Tribunal concluyó que el Estado había violado el 
derecho a una vivienda adecuada, al agua y al saneamiento, a la salud física y 
mental, a la educación, a la información, a decisiones administrativas imparciales 
y a no padecer hambre, así como el derecho de las personas de tercera edad a 
realizar su desarrollo personal, vivir en dignidad, siendo respetadas y libres de 
abuso, y a gozar de un cuidado razonable. El Tribunal emitió una medida cautelar 
permanente exigiendo al Estado que devuelva las tierras a los solicitantes y 
reconstruya sus viviendas y/o que proporcione viviendas alternativas y otras 
instalaciones, incluyendo escuelas, además de ordenar que cada uno de los 
solicitantes recibiera una compensación por daños de 200.000 chelines kenianos 
(aprox. 2000 USD). Esta sentencia ha sido celebrada como un importante 
precedente normativo que resulta innovador al ordenar la reconstrucción de las 
casas demolidas y otorgar indemnizaciones punitivas (véase http://www.escr-net.
org/node/364786).

El derecho a la vivienda: la realización de sus elementos

En su Observación general N° 4 (1991) sobre el derecho a una vivienda adecuada y 
su Observación general N° 7 (1997) sobre los desalojos forzosos, el Comité DESC 
define el derecho a la vivienda como englobando diversas libertades y atribuciones 
específicas: la seguridad jurídica de la tenencia, la disponibilidad de infraestructuras, 
gastos soportables, la habitabilidad, la asequibilidad, el lugar, la adecuación cultural y 
la protección contra los desalojos forzosos. Los elementos principales del derecho a la 
vivienda también quedan descritos en los informes realizados por el Relator Especial de 
las Naciones Unidas sobre una vivienda adecuada y por el Programa de las Naciones 
Unidas para los Asentamientos Humanos (Tribunal Penal Internacional-Hábitat)11.

•	 Seguridad jurídica de la tenencia: Todas las personas deben gozar de cierto grado de 
seguridad de tenencia que les garantice una protección legal contra el desahucio, 
el hostigamiento u otras amenazas. Por consiguiente, los gobiernos deben adoptar 
inmediatamente medidas destinadas a conferir seguridad legal de tenencia a los 
hogares que en la actualidad carezcan de esa protección, consultando a las personas 
y los grupos afectados. Las mujeres se ven desproporcionadamente afectadas por los 
desalojos forzosos, contra los que los elementos clave de protección son la seguridad 
de la tenencia y el derecho a una vivienda adecuada.

•	 Disponibilidad de servicios, materiales e infraestructura: Todos los beneficiarios del 
derecho a una vivienda adecuada deberían tener acceso permanente a recursos 
naturales y comunes: agua potable, energía para la cocina, la calefacción y el 
alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de almacenamiento de alimentos, de 
eliminación de desechos, de drenaje y a servicios de emergencia.

•	 Gastos soportables: Los gastos personales o del hogar que entraña la vivienda deben 
ser de un nivel que no impida ni comprometa el logro y la satisfacción de otras 
necesidades básicas. Deben existir subsidios de vivienda para los que no pueden 
costearse una vivienda y debe protegerse a los arrendatarios de importes de alquiler 

11	Véase también el ACNUDH/la Tribunal Penal Internacional-Hábitat, El derecho a una vivienda adecuada. 
Folleto informativo N° 21 (Rev. 1), www.ohchr.org/Documents/Publications/FS21_rev_1_Housing_sp.pdf.

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FS21_rev_1_Housing_sp.pdf


219

excesivos o de su aumento. Deben elaborarse planes de acción, inclusive programas 
de inversión pública para viviendas de precios reducidos y subsidios para vivienda, 
en los que se dé prioridad a los grupos más vulnerables, como las personas con 
discapacidad, los ancianos, las minorías, las poblaciones indígenas, los refugiados y 
los desplazados internos, y en particular las mujeres que pertenecen a esos grupos. 
En las sociedades en que los materiales naturales constituyen las principales fuentes 
de material de construcción de vivienda, las autoridades deben adoptar medidas para 
garantizar la disponibilidad de esos materiales.

•	 Habitabilidad: Una vivienda adecuada debe ser habitable, en el sentido de poder 
ofrecer espacio adecuado a sus ocupantes y de protegerlos del frío, la humedad, 
el calor, la lluvia, el viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estructurales 
y de vectores de enfermedad. Debe garantizar también la seguridad física de 
los ocupantes.

•	 Asequibilidad: La vivienda adecuada debe ser asequible a los que tengan derecho 
a ella. Debe concederse a los grupos en situación de desventaja un acceso 
pleno y sostenible a los recursos adecuados para conseguir una vivienda. Por 
consiguiente, debe darse consideración prioritaria en la esfera de la vivienda a los 
grupos desfavorecidos, como las personas de edad, los niños, las personas con 
discapacidad, los enfermos terminales, los individuos VIH positivos, las personas con 
problemas médicos persistentes, los enfermos mentales, las víctimas de desastres 
naturales y las personas que viven en zonas en las que suelen producirse desastres. 
Tanto la legislación como la política en materia de vivienda deben tener plenamente 
en cuenta las necesidades especiales de esos y otros grupos vulnerables.

•	 Lugar: La vivienda adecuada debe encontrarse en un lugar que permita el acceso 
al empleo, los servicios de atención de la salud, las escuelas y guarderías. No debe 
construirse en lugares contaminados ni en la proximidad inmediata de fuentes de 
contaminación que amenazan el derecho a la salud de los habitantes.

•	 Adecuación cultural: La manera en que se construye la vivienda, los materiales de 
construcción utilizados y las políticas en que se apoyan deben preservar la identidad 
y la diversidad culturales. No deben sacrificarse las dimensiones culturales de la 
vivienda en aras de las actividades de desarrollo o modernización en la esfera de 
la vivienda.

Esta amplia lista de derechos pone de relieve algunas de las complejidades que 
conlleva el derecho a una vivienda adecuada y revela los numerosos aspectos que el 
Estado debe tener en cuenta a la hora de cumplir su obligación jurídica de satisfacer las 
necesidades de la población en materia de vivienda. Cualquier persona, familia, grupo 
o comunidad que viva en condiciones por debajo del nivel que suponen estos derechos 
puede reivindicar razonablemente que no está disfrutando del derecho a una vivienda 
adecuada tal y como lo consagran las normas internacionales de derechos humanos.

Además es necesario lo siguiente:

•	 garantizar que este derecho esté protegido frente a:

–	 demoliciones arbitrarias;

–	 desahucios o desalojos forzosos;
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–	 segregación y desplazamiento por motivos raciales o religiosos;

–	 discriminación;

–	 acoso e injerencias análogas;

•	 adoptar medidas positivas para reducir el número de personas sin hogar y 
proporcionarles un espacio adecuado para vivir, protegido de las inclemencias del 
clima y de los riesgos para la salud;

•	 establecer mecanismos de aplicación judiciales, cuasijudiciales, administrativos o 
políticos capaces de dar reparación a las víctimas de toda supuesta violación del 
derecho a una vivienda adecuada.

Recuadro 87	 El Tribunal Constitucional de Sudáfrica en el caso 
El Gobierno de la República de Sudáfrica y otros c. Grootboom y otros 
(2000)

La Sra. Grootboom y otros, desalojados de una propiedad privada y viviendo 
en los márgenes de un campo de deportes en condiciones deplorables, inició 
una actuación judicial para obtener una reparación inmediata antes de que las 
lluvias de invierno hicieran insostenible vivir en su refugio temporal. El Tribunal 
determinó que, aunque existían leyes y políticas en vigor en materia de vivienda 
destinadas a la realización progresiva del derecho a una vivienda adecuada, éstas 
no habían tomado en cuenta a las personas que se encontraban en una situación 
desesperada. El Tribunal aplicó una prueba de razonabilidad a la política de 
vivienda y la encontró deficiente: una parte razonable del presupuesto nacional 
para vivienda no se destinaba a las personas en situación desesperada. Aunque el 
Tribunal dictaminó que el Estado no tenía obligación de proporcionar una vivienda 
inmediatamente bajo petición, sí mantuvo que el Estado debía proporcionar 
reparación a aquellos en situación desesperada. Además, el Tribunal afirmó que 
la obligación de proporcionar viviendas de forma gradual incluía la obligación 
inmediata de elaborar y adoptar un plan de acción para destinar recursos 
razonables a la aplicación de ese plan.

El derecho a la salud

El artículo 25 1) de la DUDH, que contiene garantías en materia de salud y bienestar, 
sienta las bases para un marco jurídico internacional que vela por el derecho a la 
salud. El artículo 12 del PIDESC elabora en mayor profundidad el derecho al más alto 
nivel posible de salud física y mental que pueda lograrse y enumera las pertinentes 
obligaciones de los Estados.

En su Observación general N° 14 (2000) sobre el derecho a la salud, el Comité DESC 
afirma: “…el derecho a la salud abarca una amplia gama de factores socioeconómicos 
que promueven las condiciones merced a las cuales las personas pueden llevar una 
vida sana, y hace ese derecho extensivo a los factores determinantes básicos de la 
salud, como la alimentación y la nutrición, la vivienda, el acceso a agua limpia potable y 
a condiciones sanitarias adecuadas, condiciones de trabajo seguras y sanas y un medio 



221

ambiente sano”. Por lo tanto, el derecho a la salud incluye tanto el acceso a la atención 
sanitaria como las obligaciones del Estado de garantizar los determinantes básicos de 
la salud.

El artículo 12 del PIDESC exige que los Estados Partes adopten medidas en un mínimo 
de cuatro áreas diferenciadas:

•	 la salud materno-infantil y reproductiva;

•	 lugares de trabajo saludables y medio ambiente natural;

•	 prevención, tratamiento y control de enfermedades, incluido el acceso a medicinas 
esenciales y servicios médicos básicos;

•	 acceso para todos a los servicios médicos y a la atención médica en caso 
de enfermedad.

Recuadro 88	 Salud y pobreza

Llamando la atención al “círculo vicioso de la pobreza”, en el que “las personas 
que tienen mala salud tienen también más probabilidades de caer en la pobreza, 
mientras que las personas que viven en la pobreza son más vulnerables a los 
accidentes, las enfermedades y la discapacidad”, los Principios Rectores de las 
Naciones Unidas sobre la extrema pobreza y los derechos humanos (A/HRC/21/39, 
párr. 82) piden a los Estados:

•	 adoptar medidas multidimensionales para abordar la relación entre la mala salud 
y la pobreza, reconociendo los numerosos y variados factores que determinan la 
salud y la capacidad de actuación y la autonomía de las personas que viven en 
la pobreza;

•	 mejorar la accesibilidad y la calidad de la atención de salud preventiva y curativa 
para las personas que viven en la pobreza, con inclusión de la atención de salud 
sexual y reproductiva y de la atención de salud mental;

•	 asegurar que las personas que viven en la pobreza tengan acceso a 
medicamentos inocuos y asequibles y que la incapacidad de pagar no las prive 
del acceso a la atención de salud y los medicamentos esenciales;

•	 establecer centros de atención de salud a los que puedan acudir en tiempo 
útil las comunidades que viven en la pobreza, también en las zonas rurales y 
los barrios marginales, y velar por que esos centros dispongan de todos los 
recursos necesarios para su buen funcionamiento;

•	 adoptar medidas especiales para tratar los principales problemas de salud que 
afectan a las personas que viven en la pobreza, incluidas las enfermedades 
desatendidas. Esto debe comprender la inmunización gratuita, programas 
de educación y la capacitación de los profesionales de salud para que 
diagnostiquen y traten esas enfermedades;

•	 aplicar políticas específicas y debidamente financiadas para combatir la 
violencia de género, que incluyan servicios accesibles de prevención y 
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tratamiento que protejan la dignidad y la vida privada de las personas que viven 
en la pobreza;

•	 suministrar servicios especiales a los grupos que puedan tener problemas 
particulares para acceder a los servicios de salud, por ejemplo por el idioma, por 
barreras geográficas o culturales, o por la edad, la discriminación o el estado de 
salud. Las mujeres que viven en la pobreza deben tener acceso a información y 
servicios de salud sexual y reproductiva de buena calidad.

Pueden adoptarse distintas medidas para garantizar la aplicación del derecho a la 
salud, algunas de las cuales se describen en la Observación general N° 14 (2000) del 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas y en 
documentos del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la salud, 
el ACNUDH y la OMS12. Haciendo valer sus propias funciones y atribuciones, los 
parlamentos pueden desempeñar un papel decisivo en ese proceso.

En general, el disfrute del derecho a la salud requiere: actuaciones estatales que 
mejoren los determinantes básicos de la salud y garanticen una atención primaria 
de salud para todos, sin discriminación; una estrategia y plan de acción nacionales 
de salud pública para que los servicios, centros y bienes de salud, incluidos los 
medicamentos esenciales, estén disponibles y sean accesibles, aceptables y de buena 
calidad, y el establecimiento de indicadores de salud nacionales, valores de referencia y 
mecanismos de seguimiento.

Se necesitan también mecanismos de seguro sanitario y programas educacionales 
sobre problemas de salud y prevención sanitaria; los parlamentarios deben velar por 
que se liberen fondos suficientes para esos esfuerzos y para investigación y desarrollo 
en materia de salud.

Grupos que necesitan atención especial

Las cuestiones sanitarias específicas de grupos particulares como las personas con 
discapacidad, los pobres, los niños y las personas que viven con el VIH/SIDA, y 
especialmente las mujeres pertenecientes a estos grupos, necesitan especial atención. 
Se requieren políticas dirigidas y presupuestos sanitarios suficientes orientados a las 
necesidades de esos grupos.

En relación con los pobres, los principales aspectos sanitarios incluyen la mejora 
del acceso a los servicios de salud, la introducción de programas de inmunización 
apropiados y la aplicación de medidas ambientales básicas (en especial en materia de 
eliminación de desechos). Los parlamentarios pueden desempeñar un papel decisivo 
en la elaboración de leyes pertinentes, velando por su aplicación y aumentando la 
concienciación del público respecto de la situación de los pobres.

El acceso de las mujeres a la atención médica, incluidos los servicios de salud materna, 
sexual y reproductiva y la información, requieren particular atención y recursos.

12	Véase, por ejemplo, el ACNUDH/la OMS, Folleto informativo N° 31. El derecho a la salud, 2008, www.ohchr.
org/Documents/Publications/Factsheet31sp.pdf.

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Factsheet31sp.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Factsheet31sp.pdf
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También deben promulgarse y aplicarse leyes que garanticen la prestación a todos los 
niños de la asistencia médica y la atención sanitaria que necesiten. Es indispensable 
poner en marcha programas diseñados para reducir la mortalidad en lactantes y niños 
pequeños y realizar programas de información sobre la salud y la nutrición de los niños, 
las ventajas de la lactancia materna, la importancia de la higiene y el saneamiento 
ambiental y la prevención de accidentes.

Las personas con discapacidad deben tener igualdad de acceso a los servicios de 
atención sanitaria, incluidos los necesarios como consecuencia de su discapacidad, y 
deben beneficiarse de los programas y servicios de rehabilitación y habilitación, sobre 
todo en los ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los servicios sociales.

Asimismo, deben elaborarse programas que respondan a las necesidades de las 
personas afectadas por enfermedades crónicas, como el VIH/SIDA, la malaria y la 
tuberculosis. Se deben promulgar disposiciones legislativas específicas para velar por 
que las personas no sean discriminadas en su acceso a la educación, la vivienda, el 
empleo o la educación política como resultado de su estado de salud.

Recuadro 89	 Tratamiento gratuito del SIDA

En abril de 2004, el Tribunal Constitucional del Perú dictó sentencia sobre la 
petición (acción de amparo) de una persona VIH/SIDA positiva que solicitaba 
atención médica completa. El solicitante afirmó que no contaba con los recursos 
económicos necesarios para afrontar al alto costo del tratamiento. El Tribunal 
consideró que los derechos económicos y sociales no son derechos meramente 
programáticos, sino que exigen la aplicación de su contenido básico, ya que 
esto no es sólo necesario para el disfrute de los derechos políticos y civiles, 
sino también un requisito de solidaridad y respeto por la dignidad humana. 
Subrayando que el propósito último de la Constitución de Perú consiste en 
defender la dignidad de la persona humana, el Tribunal declaró que el derecho a 
la vida y a la salud se encuentran indisolublemente ligados. Sostuvo que la norma 
constitucional por la cual se establece que las normas constitucionales, que 
requieran nuevos gastos de alto importe, deben implementarse progresivamente, 
no significa inacción y que no exime al Estado de su obligación de establecer 
plazos y acciones concretas para aplicar las políticas del Estado. Haciendo 
referencia en este contexto al Plan de Desarrollo Constitucional relativo, entre 
otros, a la lucha contra el VIH/SIDA y a la Ley subsiguiente N° 28243, por la que 
se proporciona tratamiento médico gratuito a las personas que viven en situación 
de extrema pobreza, el Tribunal ordenó al Estado proporcionar tratamiento médico 
gratuito al solicitante13.

13	http://www.escr-net.org/docs/i/405156.

http://www.escr-net.org/docs/i/405156
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Recuadro 90	 Los derechos en materia de salud sexual y reproductiva de 
la mujer

La salud sexual y reproductiva de las mujeres se encuentra relacionada con 
numerosos derechos humanos, como el derecho a la vida, el derecho a no 
padecer tortura, el derecho a la salud, el derecho a la privacidad, el derecho 
a la educación y la prohibición de discriminación. El Comité DESC sostiene 
claramente que los Estados tienen obligación de respetar, proteger y cumplir 
los derechos relacionados con la salud sexual y reproductiva de la mujer, los 
cuales implican que la mujer tiene derecho a servicios, centros y bienes de 
atención de la salud sexual y reproductiva que: a) estén disponibles en cantidad 
adecuada; b) sean física y económicamente accesibles; c) se pueda acceder a 
ellos sin discriminación, y d) sean de buena calidad (véase la Observación general 
N° 22 del CDESC [2016]). Además, la normativa de derechos humanos obliga 
a los Estados, entre otros, a proporcionar servicios integrales de salud sexual y 
reproductiva; eliminar obstáculos para acceder a estos servicios, incluidas las 
leyes penales; abordar los determinantes sociales y básicos de la salud, como la 
discriminación contra las mujeres en términos de acceso a los servicios de salud; 
y velar por que las mujeres puedan acceder a información con base empírica con 
el fin de tomar decisiones fundamentadas sobre su salud y su vida (véase la serie 
informativa sobre derechos y salud sexual y reproductiva del ACNUDH en http://
www.ohchr.org/SP/Issues/Women/WRGS/Pages/WRGSIndex.aspx).

A pesar de estas obligaciones, las violaciones de los derechos sexuales y 
reproductivos de las mujeres son frecuentes y adoptan muchas formas. Por 
ejemplo, una cantidad inaceptable de mujeres y niñas siguen muriendo o sufren 
daños atroces durante el embarazo y el parto, a pesar de que la comunidad 
médica está de acuerdo en que estas muertes y daños se pueden prevenir 
casi en su totalidad. La crisis de la morbimortalidad materna está directamente 
vinculada con un entramado de negaciones de derechos humanos, incluidas las 
negligencias dentro del sistema de salud y una discriminación generalizada contra 
las mujeres. Los derechos de las mujeres también se vulneran cuando se les niega 
el acceso a los servicios de salud que sólo necesitan las mujeres, como el aborto o 
la anticoncepción de emergencia. Las leyes y las prácticas que someten el acceso 
de las mujeres a los servicios de salud a la autorización de una tercera parte y la 
realización de procedimientos relacionados con la salud sexual y reproductiva 
de la mujer sin el consentimiento de ésta, como la esterilización forzosa, las 
exploraciones de la virginidad forzosas y el aborto forzoso también constituyen 
una negación de los derechos humanos. Asimismo, los derechos en materia de 
salud sexual y reproductiva de las mujeres están en riesgo cuando se les somete a 
mutilación genital femenina y a matrimonio precoz.

Las violaciones de los derechos sexuales y reproductivos con frecuencia se 
encuentran profundamente engranadas en valores de la sociedad relacionados 
con la sexualidad de las mujeres. Los conceptos patriarcales del papel de las 
mujeres dentro de la familia significan que a menudo las mujeres son valoradas 
en función de su capacidad para reproducir. El embarazo y matrimonio precoz, o 
los embarazos muy poco espaciados entre sí, suelen ser el resultado de querer 

http://www.ohchr.org/SP/Issues/Women/WRGS/Pages/WRGSIndex.aspx
http://www.ohchr.org/SP/Issues/Women/WRGS/Pages/WRGSIndex.aspx
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producir descendientes varones debido a la preferencia por éstos, lo que afecta 
de forma devastadora a la salud de las mujeres, en ocasiones con consecuencias 
mortales. El resultado es que a menudo se culpa a las mujeres de infertilidad y se 
las somete a ostracismo y a diversas violaciones de los derechos humanos.

Recuadro 91	 Rwanda. Ejemplo de acción parlamentaria por la salud 
reproductiva y la planificación familiar

En 2015, con apoyo de la UIP, el Parlamento de Rwanda promovió sesiones 
informativas para los parlamentarios sobre un proyecto de ley de salud 
reproductiva que se estaba considerando. Los parlamentarios proporcionaron 
enmiendas y observaciones finales que fueron reenviadas al Comité Permanente 
del Parlamento sobre Asuntos Sociales. La Ley N° 21/2016, relativa a la salud 
reproductiva humana, fue publicada en el Boletín Oficial el 6 de junio de 2016. Al 
reconocer el derecho a acceder a servicios de salud reproductiva y la necesidad 
de una planificación familiar, la ley constituye una actuación gubernamental 
efectiva sobre la salud sexual y reproductiva.

Además, el Parlamento de Rwanda organizó una sesión de formación de un día 
sobre la forma en que los parlamentarios podían participar en el proceso del 
presupuesto para la salud, incluidos la promoción, el análisis, la consignación 
y el seguimiento de los recursos presupuestarios aprobados para los derechos 
sexuales y reproductivos. Los parlamentarios se comprometieron a establecer 
reuniones de análisis del presupuesto para salud todos los años antes de las 
votaciones del presupuesto nacional, con el fin de entender mejor qué elementos 
del presupuesto para salud no contaban con suficientes recursos y qué podían 
hacer los parlamentarios para evitar que elementos vitales de la prestación 
sanitaria no se encontraran reflejados en el presupuesto nacional. Además, 
los parlamentarios reconocieron la necesidad crítica de ofrecer una formación 
continua de calidad de cara a la presupuestación y propusieron aumentar la 
frecuencia de las sesiones, especialmente al comienzo de las nuevas legislaturas, 
con el fin de brindar asesoramiento sobre el proceso presupuestario a los nuevos 
parlamentarios, que de otra forma probablemente no estarían familiarizados con 
este proceso parlamentario fundamental.

El acceso a la salud sexual y reproductiva para los adolescentes era otro área de 
interés del Parlamento de Rwanda en 2015. Organizó una reunión consultiva de 
dos días sobre el acceso de los adolescentes a los servicios de derechos sexuales 
y reproductivos en las escuelas y universidades. El Presidente de la Cámara de 
Diputados; parlamentarios destacados; líderes nacionales sobre salud materna, 
neonatal e infantil; funcionarios de los Ministerios de Salud, Educación y Género y 
Promoción Familiar; representantes estudiantiles y juveniles; y organizaciones que 
promueven la planificación familiar y el acceso a la salud reproductiva se reunieron 
en el Parlamento para debatir la forma en que las escuelas y universidades podían 
facilitar a los adolescentes el acceso a los derechos sexuales y reproductivos. 
Los participantes acordaron recomendaciones a este respecto con el propósito 
de garantizar su derecho a tomar decisiones fundamentadas mediante una 
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educación sexual adecuada. Las recomendaciones se plasmaron en un plan de 
acción que desencadenó la colaboración con las instituciones académicas de 
todo el país y ayudó a tomar conciencia de los derechos de los adolescentes. 
La reunión consultiva y las recomendaciones subsiguientes sentaron las bases 
para un debate retransmitido en diez estaciones de radio comunitarias, donde los 
parlamentarios pudieron debatir la forma en que los jóvenes de entornos rurales 
podían acceder a los servicios de derechos sexuales y reproductivos, planificación 
familiar y salud materna, neonatal e infantil. La interacción con los oyentes 
permitió poner de manifiesto las necesidades individuales y los retos diarios que 
deben afrontar para poder acceder a los servicios de salud sexual y reproductiva. 
Este interés renovado en la salud de los adolescentes dio lugar a una creación de 
capacidades y a un trabajo de divulgación a la comunidad con el apoyo de la UIP.

Los derechos al agua y al saneamiento

Además de los derechos a los alimentos, la vivienda y el vestido (previstos 
explícitamente en el artículo 25 de la DUDH y el artículo 11 del PIDESC), el derecho 
a un nivel de vida adecuado puede comprender otras necesidades básicas. En 
la Observación general N° 15 del Comité DESC, adoptada en 2002, se identifica 
el “derecho humano al agua” como componente fundamental de ese derecho 
general, afirmando que “se encuadra claramente en la categoría de las garantías 
indispensables para asegurar un nivel de vida adecuado, en particular porque es una 
de las condiciones fundamentales para la supervivencia”. También hacen referencia 
al derecho al agua el artículo 14 2) de la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer y el artículo 24 2) de la Convención sobre 
los Derechos del Niño. En la resolución 64/292, de 28 de julio de 2011, la Asamblea 
General de las Naciones Unidas reconoció el derecho a agua potable salubre y a 
saneamiento como un derecho humano fundamental para el pleno disfrute de la vida y 
de todos los demás derechos humanos.

¿Qué es el derecho al agua?

El derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, 
salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico. Es 
indispensable para la realización de muchos otros derechos, como el derecho a la 
vida, la salud y los alimentos. Aunque, según las condiciones, la cantidad de agua que 
se considera suficiente puede variar, los siguientes factores se aplican en todas las 
circunstancias.

•	 Disponibilidad: El abastecimiento de agua de cada persona debe ser continuo 
y suficiente para los usos personales y domésticos. Esos usos comprenden 
normalmente el consumo, la higiene personal, la preparación de alimentos, el 
saneamiento, la colada y la higiene doméstica. La cantidad de agua disponible para 
cada persona debería corresponder a las Guías para la calidad del agua potable, 
revisadas periódicamente, de la OMS. También es posible que algunos individuos y 
grupos necesiten recursos de agua adicionales en razón de la salud, el clima y las 
condiciones de trabajo.
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•	 Calidad: El agua necesaria para cada uso personal o doméstico debe ser salubre y 
por lo tanto no ha de contener microorganismos o sustancias químicas o radiactivas 
que puedan constituir una amenaza para la salud de las personas. Además, el 
agua debería tener un color, un olor y un sabor aceptables para cada uso personal 
o doméstico.

•	 Accesibilidad: El agua y las instalaciones y servicios de agua deben ser accesibles 
para todos, sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción de un Estado. La 
accesibilidad presenta cuatro dimensiones superpuestas.

–	 Accesibilidad física: El agua y las instalaciones y servicios de agua deben estar 
al alcance físico de todos los sectores de la población. Debe poderse acceder a 
un suministro de agua suficiente, salubre y aceptable en cada hogar, institución 
educativa, centro de salud o lugar de trabajo o en sus cercanías inmediatas. 
Todos los servicios e instalaciones de agua deben ser de calidad suficiente y 
culturalmente adecuados, y deben tener en cuenta las necesidades relativas al 
género, el ciclo vital y la vida privada. La seguridad física no debe verse amenazada 
durante el acceso a los servicios e instalaciones de agua.

–	 Accesibilidad económica: El agua y los servicios e instalaciones de agua deben 
estar al alcance de todos. Los costos y cargos directos e indirectos asociados con 
el abastecimiento de agua deben ser asequibles y no deben comprometer ni poner 
en peligro el ejercicio de otros derechos reconocidos en el PIDESC.

–	 No discriminación: El agua y los servicios e instalaciones de agua deben ser 
accesibles a todos de hecho y de derecho, incluso a los sectores más vulnerables 
y marginados de la población, sin discriminación alguna por cualesquiera de los 
motivos prohibidos; los Estados adoptarán medidas para garantizar que las mujeres 
no quedan excluidas de los procesos de toma de decisiones relativos a los recursos 
hídricos y que se alivia la carga desproporcionada de recogida de agua que recae 
en las mujeres.

–	 Acceso a la información: La accesibilidad comprende el derecho de solicitar, 
recibir y difundir información sobre las cuestiones del agua.

Recuadro 92	 La pobreza y los derechos al agua y el saneamiento

Los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre la extrema pobreza y 
los derechos humanos (A/HRC/21/39) observa en el párrafo 77 que: “El agua 
insalubre y la falta de acceso al saneamiento son la causa principal de las 
enfermedades diarreicas que provocan elevados niveles de mortalidad infantil y 
de lactantes entre las familias que viven en la pobreza y restringen el disfrute de 
muchos otros derechos, como el derecho a la salud, la educación, el trabajo y la 
vida privada, socavando así gravemente las posibilidades de salir de la pobreza. 
Las personas pobres viven a menudo en zonas en que el acceso al agua y/o el 
saneamiento está restringido en razón del costo, la falta de infraestructura, la 
denegación de servicios a las personas sin seguridad de la tenencia, la mala 
gestión de los recursos, la contaminación o el cambio climático. La falta de 
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acceso al agua y el saneamiento afecta particularmente a las mujeres y niñas que 
viven en la pobreza”.

El párrafo 78 prevé que “los Estados deben:

(a)	 Velar por que las personas que viven en la pobreza tengan acceso por lo 
menos a la cantidad esencial mínima de agua, que sea suficiente y apta 
para el uso personal y doméstico (incluida el agua para beber, para el 
saneamiento personal, para la colada, para la preparación de alimentos y 
para la higiene personal y doméstica), y a un saneamiento que tenga en 
cuenta las necesidades de ambos sexos y sea seguro, físicamente accesible y 
económicamente asequible.

(b)	En el contexto de los asentamientos irregulares, suprimir los obstáculos 
legales relacionados con la tenencia de la tierra para que los habitantes puedan 
obtener una conexión formal y oficial de los servicios de abastecimiento de 
agua y saneamiento. No debe denegarse a ningún hogar el derecho al agua y 
el saneamiento por razón de la clasificación de su vivienda o de la tierra en que 
ésta se encuentra.

(c)	 Asegurar el acceso al agua y el saneamiento de las personas sin hogar, y 
abstenerse de penalizar las actividades de saneamiento, como el hecho 
de lavarse, orinar y defecar en lugares públicos, cuando no haya servicios 
adecuados de saneamiento disponibles.

(d)	Aplicar medidas para garantizar que las personas que viven en la pobreza no 
deban pagar tarifas más altas por los servicios de abastecimiento de agua 
debido a los niveles de consumo.

(e)	 Organizar campañas masivas de información pública sobre la higiene a través 
de cauces a los que tengan acceso las personas que viven en la pobreza”.

Recuadro 93	 Tipos de violaciones del derecho al agua

Violaciones de la obligación de respetar el derecho al agua:

•	 desconexión o exclusión arbitraria o injustificada de los servicios o instalaciones 
de agua;

•	 aumentos discriminatorios o inasequibles en el precio del agua;

•	 contaminación y disminución de los recursos hídricos que afectan a la 
salud humana.

Violaciones de la obligación de proteger el derecho al agua:

•	 no promulgación o no aplicación de leyes que impidan la contaminación y la 
extracción abusiva de agua;

•	 falta de regulación y control eficaces de los proveedores privados de servicios 
de agua;
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•	 falta de protección de los sistemas de distribución de agua (por ejemplo, redes 
de tuberías y pozos) contra interferencias, daños y destrucción.

Violaciones de la obligación de satisfacer el derecho al agua:

•	 falta de adopción o aplicación de una política nacional en materia de agua 
diseñada para garantizar a todos el derecho al agua;

•	 gasto insuficiente o indebida asignación de recursos públicos que dan lugar a 
que personas o grupos particularmente vulnerables o marginados no disfruten 
del derecho al agua;

•	 falta de seguimiento de la realización del derecho al agua en el universo 
nacional, entre otras cosas utilizando indicadores y niveles de referencia del 
derecho al agua;

•	 falta de medidas para reducir la distribución desigual de instalaciones y servicios 
de suministro de agua;

•	 no adopción de mecanismos para el socorro de emergencia;

•	 falta de garantías para que todos disfruten del derecho en un nivel básico 
mínimo;

•	 incumplimiento por el Estado de sus obligaciones jurídicas internacionales 
relacionadas con el derecho al agua cuando concluye acuerdos con otros 
Estados o con organizaciones internacionales.

¿Qué actividades pueden contribuir a asegurar el disfrute del derecho al agua?

En primer lugar, los gobiernos deben disponer lo necesario para que existan 
disponibilidad, calidad adecuada y accesibilidad del agua, como ya se ha expuesto. 
La aplicación progresiva de todas las medidas descritas anteriormente llevará con 
el tiempo a la plena realización del derecho al agua. Los parlamentos pueden dar 
seguimiento y promover las siguientes medidas concretas de su gobierno:

•	 en caso necesario, los gobiernos deben adoptar una estrategia y plan de acción 
nacional del agua para garantizar un sistema de abastecimiento y ordenación del 
agua que proporcione a todos los habitantes una cantidad suficiente de agua limpia 
y salubre para su uso personal y doméstico. La estrategia y el plan de acción deben 
incluir herramientas como indicadores y valores de referencia del derecho al agua, 
para seguir de cerca los progresos realizados y deben ocuparse específicamente de 
todos los grupos desfavorecidos o marginados;

•	 los gobiernos deben adoptar medidas eficaces para impedir que terceros, incluidas 
empresas transnacionales, pongan obstáculos al acceso equitativo al agua limpia, 
contaminando los recursos hídricos o realizando prácticas abusivas de extracción de 
agua;

•	 los gobiernos deben adoptar medidas para prevenir, tratar y controlar las 
enfermedades trasmitidas por el agua y, en particular, garantizar el acceso a un 
saneamiento apropiado.



230

Recuadro 94	 El derecho al agua conforme a la Carta Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos: causa Centro por el Derecho a la 
Vivienda y contra los Desalojos (COHRE, Centre on Housing Rights and 
Evictions) c. Sudán

En julio de 2010, la Asamblea de los Jefes de Estado de la UA publicó la decisión 
de la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos sobre el caso 
de COHRE c. Sudán, que hacía referencia a atrocidades cometidas en la región 
de Darfur (Sudán) desde febrero de 2003. La decisión no sólo contempla las 
violaciones del derecho a la vida y a no padecer tortura, sino que también 
examina las violaciones de derechos económicos, sociales y culturales, incluido 
el derecho al agua. La Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
ya había observado con anterioridad que el hecho de no proporcionar servicios 
básicos como agua potable salubre y electricidad constituían una violación del 
derecho a la salud, consagrados en el artículo 16 de la Carta. En el caso que nos 
ocupa, sostuvo que la destrucción de hogares, ganado y granjas, además del 
envenenamiento de los recursos hídricos y los pozos, constituía una violación del 
artículo 16. Hacía referencia en este contexto a la Observación general N° 14 del 
Comité DESC, por la que interpreta “el derecho a la salud (…) como un derecho 
inclusivo que no sólo abarca la atención de salud oportuna y apropiada sino 
también los principales factores determinantes de la salud, como el acceso al 
agua limpia potable y a condiciones sanitarias adecuadas, el suministro adecuado 
de alimentos sanos, una nutrición adecuada, una vivienda adecuada…”. Con 
respecto a la obligación del Estado de respetar, proteger y cumplir, la Comisión 
señaló que las “violaciones del derecho a la salud pueden producirse mediante la 
acción directa de los Estados o de otras entidades que no están suficientemente 
reglamentadas por los Estados” y que los “Estados deben abstenerse (…) de 
contaminar ilegalmente la atmósfera, el agua y la tierra (…) durante conflictos 
armados” y “velar asimismo por que terceros no limiten el acceso de las personas 
a (…) los servicios relacionados con la salud” y que “el no promulgar o hacer 
cumplir las leyes a fin de impedir la contaminación del agua [supone una violación 
del derecho a la salud]”14.

El derecho a la educación

Artículo 26 1) de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos

“Toda persona tiene derecho a la educación. La educación 
debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la 
instrucción elemental y fundamental. La instrucción 
elemental será obligatoria. La instrucción técnica y 
profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los 

14	Véase Housing and ESC Rights Law Quarterly, Vol. 7-N° 3, septiembre de 2010
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estudios superiores será igual para todos, en función de los 
méritos respectivos”.

Artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el 
derecho de toda persona a la educación. […]

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, 
con objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho:

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible 
a todos gratuitamente;

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, 
incluso la enseñanza secundaria técnica y profesional, 
debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por 
cuantos medios sean apropiados, y en particular por la 
implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente 
accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada 
uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular 
por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo 
posible, la educación fundamental para aquellas personas 
que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de 
instrucción primaria;

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema 
escolar en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un 
sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente las 
condiciones materiales del cuerpo docente”.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se 
comprometen a respetar la libertad de los padres y, 
en su caso, de los tutores legales de escoger para sus 
hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las 
autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las 
normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en 
materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos 
reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo 
con sus propias convicciones.

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará 
como una restricción de la libertad de los particulares 
y entidades para establecer y dirigir instituciones de 
enseñanza, a condición de que se respeten los principios 
enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada 
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en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que 
prescriba el Estado”.

Artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

“Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el 
momento de hacerse parte en él, aún no haya podido 
instituir en su territorio metropolitano o en otros territorios 
sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad 
de la enseñanza primaria, se compromete a elaborar y 
adoptar, dentro de un plazo de dos años, un plan detallado 
de acción para la aplicación progresiva, dentro de un 
número razonable de años fijado en el plan, del principio 
de la enseñanza obligatoria y gratuita para todos”.

Además de en los instrumentos de derechos humanos mencionados, el derecho a la 
educación también está consagrado en los artículos 28 y 29 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño. Este derecho está intrínsecamente ligado a la dignidad del 
ser humano y su realización conduce al desarrollo de la persona y de la sociedad en 
conjunto. Da capacidad de acción a las personas marginadas desde los puntos de 
vista económico y social, es fundamental en la lucha contra la pobreza, protege a los 
niños de la explotación y tiene un efecto limitante en el crecimiento demográfico. Por 
consiguiente, es básico para la realización de muchos otros derechos humanos.

“Para que el estado de democracia sea duradero 
se necesita un clima y una cultura democráticos 
nutridos constantemente y reforzados por la 
educación y por otros medios culturales y de 
información. Por ello, una sociedad democrática 
debe comprometerse en beneficio de la educación 
en el sentido más amplio del término, y en 
particular de la educación cívica y la formación de 
una ciudadanía responsable”.

Unión Interparlamentaria, Declaración Universal sobre la 
Democracia, El Cairo, septiembre de 1997, párr. 19.

Las citadas disposiciones de la Declaración Universal de Derechos Humanos y del 
PIDESC establecen claras metas que los Estados Partes deben procurar alcanzar para 
garantizar la realización del derecho humano a la educación. Pero ¿cuáles son las 
repercusiones prácticas de esas disposiciones para los Estados y en particular para los 
parlamentos? Para dar una respuesta, el derecho a la educación puede dividirse en los 
dos componentes que siguen:

•	 mejora del acceso a la educación;

•	 libertad para elegir el tipo y el contenido de la educación.
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Recuadro 95	 La pobreza y la educación

Los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre la extrema pobreza y los 
derechos humanos (A/HRC/21/39) observa en el párrafo 87 que: “La educación 
es un medio fundamental para que las personas desarrollen plenamente su 
personalidad, sus talentos y sus capacidades y aumenten así sus probabilidades 
de encontrar empleo, de participar más eficazmente en la sociedad y de salir 
de la pobreza. Por lo tanto, las consecuencias económicas del abandono de los 
estudios primarios o secundarios son devastadoras y perpetúan el ciclo de la 
pobreza. Las niñas se ven privadas con más frecuencia que los niños del derecho 
a la educación, lo que a su vez reduce las opciones de que disponen y aumenta 
el empobrecimiento de la mujer”. Por consiguiente, los Principios Rectores 
proclaman en el párrafo 88 que: “Los Estados deben:

(a)	 Velar por que todos los niños, incluidos los que viven en la pobreza, puedan 
disfrutar del derecho a una enseñanza primaria gratuita y obligatoria, 
ofreciendo una educación de alta calidad en escuelas a las que los niños 
puedan llegar y sin costos indirectos.

(b)	Crear escuelas en las zonas desfavorecidas, con profesores cualificados 
y de alta calidad y una infraestructura apropiada, que incluya servicios de 
saneamiento adecuados para las niñas y suministro de agua y electricidad.

(c)	 Adoptar medidas para lograr progresivamente la disponibilidad, accesibilidad, 
aceptabilidad, adaptabilidad y calidad de la educación en todas las formas 
y en todos los niveles. Esto comprende la asignación prioritaria de recursos 
a las personas que viven en la pobreza, a fin de compensar las desventajas 
socioeconómicas (por ejemplo, medidas proactivas para combatir la deserción 
escolar, subvenciones y asignaciones para comidas escolares).

(d)	Adoptar medidas para introducir progresivamente la educación gratuita en 
los niveles secundario y superior, en particular para las niñas y los grupos 
vulnerables a la pobreza y la marginación, como los niños con discapacidad, 
las minorías, los refugiados, los hijos de migrantes indocumentados, los 
apátridas, los niños que viven en instituciones y los que viven en zonas 
remotas y en barrios marginales.

(e)	 Examinar y modificar la legislación para asegurar que la edad límite de 
escolaridad obligatoria sea compatible con la edad mínima para contraer 
matrimonio y para la admisión al empleo.

(f)	 Establecer centros de educación en la primera infancia de alta calidad para 
mejorar la educación y la salud de los niños que viven en la pobreza.

(g)	Adoptar medidas para erradicar el analfabetismo, también entre los adultos.

(h)	Velar por que las personas que viven en la pobreza conozcan, busquen y 
reciban información sobre todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales y tengan acceso a educación y capacitación acerca de 
esos derechos”.
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Esos dos componentes pueden dividirse además en cuatro esferas de obligación: 
disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad, como se estipula en la 
Observación general N° 13 del Comité DESC. Esos conceptos comprenden las medidas 
prácticas siguientes:

Disponibilidad de instituciones y programas educativos que funcionen

•	 Educación primaria obligatoria y gratuita para todos (para proteger a los niños del 
trabajo infantil);

•	 programas de capacitación de maestros;

•	 condiciones de trabajo adecuadas para los maestros, incluido el derecho a fundar 
sindicatos y a la negociación colectiva.

Accesibilidad de la educación para todos

•	 Educación secundaria y superior asequible desde el punto de vista económico;

•	 acceso no discriminatorio a la educación;

•	 un sistema adecuado de subsidios a la educación para los grupos desfavorecidos;

•	 financiación adecuada para la educación en zonas rurales;

•	 mecanismos para el seguimiento de políticas, instituciones, programas, pautas de 
gasto y otras prácticas del sector educativo.

Aceptabilidad de forma y contenido

•	 Legislación que garantice la calidad de los planes de estudio y los métodos de 
enseñanza;

•	 normas educativas mínimas (en materia de admisión, planes de estudios, 
reconocimiento de títulos, entre otros) y los mecanismos de supervisión conexos;

•	 garantía del derecho a establecer instituciones privadas.

Adaptabilidad de los planes de estudios

•	 Diseño de planes de estudios y financiación de la educación de acuerdo con las 
necesidades reales de alumnos y estudiantes.

Recuadro 96	 Ejecución por la vía judicial de educación primaria, inclusiva 
y gratuita: el ejemplo de Colombia

En su decisión C-376/10 (19 de mayo de 2010), el Tribunal Constitucional de 
Colombia dictaminó que, en virtud de los instrumentos internacionales de 
derechos humanos ratificados por Colombia y por tanto vinculantes para el 
Estado, proporcionar una educación gratuita es una obligación inequívoca que 
debe ponerse en práctica inmediatamente con respecto a la educación primaria. 
El Tribunal sostuvo que las tarifas monetarias en el nivel de la educación primaria 
podría ser un obstáculo para acceder al sistema educativo.
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En otra decisión (T-051/11, 4 de febrero de 2011), relativa a un estudiante con 
deficiencia auditiva que no pudo asistir a la escuela después del primer año 
porque el número de estudiantes requerido para designar a un intérprete de 
lengua de señas no había sido alcanzado, el Tribunal Constitucional concluyó 
que su derecho a la educación había sido vulnerado y ordenó su reintegración en 
la escuela. El Tribunal observó que el decreto, que condicionaba la designación 
de los intérpretes de lengua de señas a una inscripción mínima de estudiantes 
con deficiencias auditivas, era inconstitucional, y argumentó que esos requisitos 
profundizaban la marginalización de los estudiantes con deficiencias auditivas. 
Ordenó a las autoridades que realizaran las correcciones necesarias en los 
presupuestos, planificaciones y planes de estudios y en la organización de sus 
instituciones educativas de manera que se garantizara efectivamente el derecho 
a la educación de la población con deficiencias auditivas. Desde esta decisión, 
Colombia se ha convertido en el 100° Estado en ratificar la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, en mayo de 2011.

Planes de acción

Los esfuerzos del Estado por conseguir que el derecho a la educación se haga efectivo 
deben ser progresivos. Han de ser eficaces y rápidos hasta un nivel garantizado. Las 
obligaciones del Estado no tienen la misma urgencia en todas las esferas (educación 
básica, primaria, secundaria y superior): lo que se espera de los gobiernos es que den 
prioridad a la introducción de la enseñanza primaria obligatoria y gratuita mientras 
adoptan medidas para la realización del derecho a la educación en otros niveles.

Los Estados que en el momento de hacerse partes en el PIDESC no hayan podido 
instituir la obligatoriedad y la gratuidad de la enseñanza primaria deben adoptar 
y aplicar un plan nacional de educación tal y como se establece en el artículo 14 
del Pacto. El plan debe ser elaborado y adoptado en un plazo de dos años para la 
aplicación progresiva, dentro de un número razonable de años que han de fijarse en ese 
plan, del principio de la educación obligatoria y gratuita para todos. La especificación 
de un plazo de dos años no exime a un Estado Parte de su obligación en caso de que 
no consiga actuar dentro de ese período.

Recuadro 97	 Disfrute en pie de igualdad por todas las niñas del derecho 
a la educación

A pesar de los avances realizados, la discriminación contra la niñas persiste, como 
en la forma del matrimonio y el embarazo precoz, la violencia sexual y el acoso 
dentro y fuera de las escuelas. Junto con los estereotipos sociales y culturales que 
refuerzan la obediencia y fijan los constructos de género, la violencia contra las 
niñas y la elección de las escuelas como objetivo de los movimientos extremistas 
seguirán dificultando el acceso de las niñas a la educación.

El derecho a la educación es un derecho multiplicador. Los Estados tienen la 
obligación de traducir sus compromisos internacionales en políticas nacionales 
con un marco jurídico adecuado basado en el principio del mejor interés para 
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el niño. En el área de la educación, esta obligación conlleva medidas especiales 
temporales que garanticen la paridad entre los géneros y el acceso a la educación 
por parte de comunidades marginadas, incluidas las comunidades rurales. Los 
marcos institucionales deben otorgar prioridad a la educación en las asignaciones 
presupuestarias, apoyar la educación en la primera infancia, proporcionar un 
entorno seguro y propicio en las escuelas e integrar la perspectiva de género en 
las políticas educativas.

Los Estados deben eliminar las barreras estructurales a la educación, como los 
estereotipos y los prejuicios sexistas, de los planes de estudios y los materiales 
para estudiantes y profesores. Deben garantizar la seguridad de las niñas en las 
escuelas, incluida la provisión de instalaciones sanitarias adecuadas y el agua 
potable salubre, así como la protección frente al acoso sexual, el abuso y la 
violencia en el entorno escolar.

Mesa Redonda del Consejo de Derechos Humanos sobre el disfrute en pie de 
igualdad por todas las niñas del derecho a la educación, julio de 2015  
(A/HRC/30/23).

La 105a Conferencia Interparlamentaria afirma 
que la “educación es un requisito previo para la 
promoción del desarrollo sostenible, asegura un 
entorno saludable, garantiza la paz y la democracia 
y logra los objetivos para combatir la pobreza, 
disminuye el crecimiento de la población y crea la 
igualdad entre sexos, y afirma que la cultura es un 
elemento fundamental en el proceso de desarrollo”.

Resolución sobre “La educación y la cultura como factores 
indispensables para promover la participación de los 
hombres y las mujeres en la vida política y como requisitos 
para el desarrollo de los pueblos” (La Habana, abril de 
2001, párr. 1).

Los derechos culturales

Artículo 27 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos

“1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente 
en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y 
a participar en el progreso científico y en los beneficios de 
que de él resulten.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de los 
intereses morales y materiales que le correspondan por 
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razón de las producciones científicas, literarias o artísticas 
de que sea autora”.

Artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el 
derecho de toda persona a:

Participar en la vida cultural;

Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus 
aplicaciones;

Beneficiarse de la protección de los intereses morales 
y materiales que le correspondan por razón de las 
producciones científicas, literarias o artísticas de que 
sea autora.

Entre las medidas que los Estados Partes en el presente 
Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio 
de este derecho, figurarán las necesarias para la 
conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y 
la cultura.

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen 
a respetar la indispensable libertad para la investigación 
científica y para la actividad creadora;

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen 
los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de 
la cooperación y de las relaciones internacionales en 
cuestiones científicas y culturales”.

Los derechos culturales, aparte del derecho a la educación y los derechos ya 
mencionados, apenas recibieron atención durante mucho tiempo. Esto cambió hacia 
finales del siglo XX, y hoy en día el derecho a participar en la vida cultural, incluido el 
derecho de los miembros de grupos étnicos a preservar y desarrollar su cultura, así 
como los derechos de propiedad intelectual, se consideran cada vez más importantes. 
Los componentes principales de los derechos culturales contenidos en el artículo 27 de 
la DUDH y en el artículo 15 del PIDESC son:

•	 el derecho a participar en la vida cultural;

•	 el derecho a disfrutar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;

•	 el derecho a la protección de la propiedad intelectual, y

•	 la libertad indispensable para la investigación científica y la actividad creadora.

Los derechos culturales se encuentran muy vinculados con otros derechos humanos, 
como la libertad de expresión e información, el derecho de todos los pueblos a la 
libre determinación y el derecho a un nivel de vida adecuado. Se pueden encontrar 
muchas referencias a los derechos culturales en las disposiciones e instrumentos 
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relativos a las minorías y los pueblos indígenas. Asimismo, los artículos 43 1 g) y 
45 1 d) de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos 
los Trabajadores Migratorios consagran el derecho de los trabajadores migratorios y sus 
familiares a acceder y participar en la vida cultural y a que sus identidades culturales 
sean respetadas.

Las organizaciones internacionales involucradas en la esfera de los derechos culturales 
incluyen la UNESCO, que se encarga de preservar el patrimonio cultural de la 
humanidad, y la OMPI, responsable de proteger los beneficios morales y materiales 
de los autores de producciones científicas y artísticas. La promoción y la protección 
de los derechos culturales se vio reforzada en octubre de 2009 con el nombramiento 
de un experto independiente en este ámbito (que posteriormente se transformó en 
Relator Especial), con el mandato de identificar las mejores prácticas y los obstáculos 
en la promoción y la protección de los derechos culturales. Los informes del Relator 
Especial han investigado, entre otras cuestiones, el significado y el alcance de los 
derechos culturales, el acceso al patrimonio cultural, el derecho a beneficiarse del 
progreso científico y de sus aplicaciones, el derecho a la libertad artística, la escritura 
y la enseñanza de la historia y de los procesos de memoria, así como los derechos 
culturales de las mujeres15.

“Los derechos culturales son parte integrante de 
los derechos humanos y, al igual de los demás, son 
universales, indivisibles e interdependientes. Su 
promoción y respeto cabales son esenciales para 
mantener la dignidad humana y para la interacción 
social positiva de individuos y comunidades en 
un mundo caracterizado por la diversidad y la 
pluralidad cultural”.

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Observación general N° 21, párr. 1, noviembre de 2009.

Lecturas complementarias

–	 Folleto informativo N° 35. El derecho al agua, Nueva York y Ginebra, el ACNUDH, la Tribunal Penal 
Internacional-Hábitat, la OMS, 2010. Disponible en http://www.ohchr.org/Documents/Publications/
FactSheet35sp.pdf.

–	 Folleto informativo N° 34. El derecho a la alimentación adecuada, Nueva York y Ginebra, el ACNUDH, la FAO, 
2010. Disponible en http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FactSheet34sp.pdf.

–	 Folleto informativo N° 33. Preguntas frecuentes sobre los derechos económicos, sociales y culturales, Nueva 
York y Ginebra, el ACNUDH, 2008. Disponible en http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FS33_sp.pdf.

–	 Principios Rectores sobre la extrema pobreza y los derechos humanos, Nueva York y Ginebra, 
el ACNUDH, 2012. Disponible en http://www.ohchr.org/Documents/Publications/OHCHR_
ExtremePovertyandHumanRights_SP.pdf.

–	 Land and human rights: Standards and applications, Nueva York y Ginebra, el ACNUDH, 2015. Disponible en 
inglés en: http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Land_HR-StandardsApplications.pdf.

–	 La mujer y el derecho a una vivienda adecuada, Nueva York y Ginebra, el ACNUDH, 2012. Disponible en http://
www.ohchr.org/Documents/Publications/HR.PUB.11.2_sp.pdf.

15	Se puede encontrar más información en www.ohchr.org/EN/Issues/CulturalRights.
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